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1.  CRÓNICA LEGISLATIVA LABORAL Y OTRAS MATERIAS CONEXAS

1.1.  Jubilación

	— Jubilación anticipada por discapacidad. Real Decreto 632/2026, de 29 de julio, por el que 
se modifica el anexo del Real Decreto 1851/2009, de 4 de diciembre, por el que se desarrolla 
el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en cuanto a la anticipación de la jubilación de las 
personas trabajadoras con discapacidad en grado igual o superior al 45 por ciento (BOE 
30-7-2026)

Conforme a lo dispuesto en el artículo 4 de la Orden ISM/444/2025, de 30 de abril, por la 
que se regula el procedimiento de inclusión de nuevas patologías generadoras de discapacidad en el 
anexo del Real Decreto 1851/2009, de 4 de diciembre (por el que se desarrolla la LGSS en cuanto 
a la anticipación de la jubilación de las personas trabajadoras con discapacidad en grado igual o 
superior al 45 por ciento), la Comisión Técnica correspondiente ha propuesto la inclusión de once 
nuevas patologías que pueden dar lugar a la reducción de la edad de jubilación. Por su parte, la 
Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social ha dictado resolución sobre cada una de las 
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patologías, admitiendo o inadmitiendo su inclusión como nueva patología generadora de discapacidad 
en el anexo del Real Decreto 1851/2009, de 4 de diciembre.

En base a ello, con la aprobación de este real decreto se procede, por una parte, a la 
incorporación en el anexo de las siguientes patologías: amiloidosis por transtiretina variante, distrofia 
miotónica tipo 1 (Steinert), enfermedad de Huntington, espina bífida, enfermedad de Parkinson, 
degeneración corticobasal, atrofia multisistémica, parálisis supranuclear progresiva, esclerosis 
sistémica y enfermedad renal crónica estadio G5; y, además, se modifica el ordinal quinto del párrafo 
i) bajo la denominación lesión medular, traumática o no traumática, a fin de comprender tanto los 
supuestos de etiología traumática, ya reconocidos, como los de etiología no traumática.

Y por otra, se crea una nueva categoría de discapacidad, reflejada en el párrafo j) bajo la 
denominación de enfermedades sistémicas, con el fin de incluir en ella dos nuevas patologías: la 
esclerosis sistémica y la enfermedad renal crónica estadio G5, reforzando así la coherencia interna 
del propio anexo, al quedar dichas patologías integradas en una categoría acorde con su naturaleza.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado» y se aplicará a hechos causantes posteriores a su entrada en vigor.

	— Jubilación parcial del personal laboral de las Administraciones Públicas. Resolución 
de 5 de junio de 2026, de la Secretaría de Estado de Función Pública, por la que se dictan 
instrucciones de gestión relativas a la jubilación parcial del personal laboral acogido al IV 
Convenio Único de la Administración General del Estado (BOE 9-6-2026)

La firma del IV Convenio Único para el personal laboral de la Administración General 
del Estado el 4 de marzo de 2019 supuso la posibilidad de que el personal laboral sujeto al citado 
Convenio Único se acogiese a la jubilación parcial en los términos previstos en la ley (disposición 
adicional undécima).

Ante los cambios operados en la LGSS se ha hecho necesario adoptar nuevos criterios en torno 
a la regulación de la jubilación parcial en el ámbito del IV Convenio Único. A tal fin, en el grupo de 
trabajo de jubilación parcial constituido en el seno de la Comisión Paritaria del IV Convenio Único 
se ha procedido al estudio y análisis de la situación de la jubilación parcial y a la propuesta de unas 
condiciones y criterios comunes para el conjunto de trabajadores y trabajadoras en el ámbito subjetivo 
que integra el IV Convenio Único que, previa negociación con las organizaciones sindicales, han 
sido aprobados por la Comisión Paritaria el 31 de marzo de 2026 en el ejercicio de las facultades 
establecidas en el artículo 15 y en la disposición adicional undécima de dicho Convenio Único; así 
como por la Comisión Negociadora del IV Convenio Único en la misma fecha.

Por tanto, esta resolución tiene por objeto concretar las actuaciones a realizar para el acceso 
a la jubilación parcial y jubilación parcial anticipada del personal laboral fijo sujeto al IV Convenio 
Único de la Administración General de Estado. Esta resolución se adaptará a las modificaciones 
normativas que, en su caso, puedan producirse en materia de jubilación parcial y de contrato de relevo 
y afecten a su contenido.
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1.2.  Cotizacion

	— Orden ISM/727/2026, de 13 de julio, por la que se fijan para el ejercicio 2026 las 
bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, por contingencias comunes, en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón (BOE 15-7-2026)

Conforme a la disposición adicional primera del Real Decreto ley 3/2026, de 3 de febrero, 
para la revalorización de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia de Seguridad 
Social, y en tanto se apruebe la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2026, se 
mantiene la vigencia del artículo 122.nueve de la prorrogada Ley 31/2022, de 23 de diciembre, el 
cual prevé que, para la determinación de las bases normalizadas de cotización, por contingencias 
comunes, en el Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón, se aplicará el 
procedimiento descrito en las reglas contenidas en el citado precepto, facultando al Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones para fijar la cuantía de las citadas bases de cotización.

A tal finalidad responde el contenido de esta orden, mediante la cual se determinan las bases 
normalizadas de cotización, por contingencias comunes, en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social para la Minería del Carbón (contenidas en el Anexo de esta Orden), teniendo en cuenta, para 
la determinación de tales bases, la cuantía de las bases de cotización por accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales correspondientes al periodo comprendido entre el 1 de enero y el 31 de 
diciembre de 2025, ambos inclusive, con las especialidades contenidas en el artículo 57 del Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros Derechos de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre.

	— Resolución de 16 de julio de 2026, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social 
y Pensiones, por la que se establece el plazo especial para el ingreso de las diferencias 
resultantes de la aplicación de la Orden ISM/727/2026, de 13 de julio, por la que se fijan 
para el ejercicio 2026 las bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, por 
contingencias comunes, en el Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del 
Carbón (BOE 27-7-2026)

Conforme a la Orden ISM/727/2026, de 13 de julio, por la que se fijan para el ejercicio 
2026 las bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, por contingencias comunes, en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón, se establece que las diferencias 
de cotización resultantes de la aplicación de lo dispuesto en la Orden ISM/727/2026, de 13 de julio, 
por la que se fijan para el ejercicio 2026 las bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, 
por contingencias comunes, en el Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del 
Carbón, respecto de las cotizaciones que, a partir de 1 de enero de 2026, se hubieran efectuado hasta 
el mes anterior al de su publicación en el BOE se ingresarán en un único plazo correspondiente al mes 
de febrero de 2027.
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1.3.  Reformas reglamentarias de seguridad social: afiliación y recaudación

	— Real Decreto 643/2026, de 29 de julio, por el que se modifican el Reglamento General sobre 
inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en 
la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, y el Reglamento 
General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, 
de 11 de junio (BOE 30-7-2026)

A través de este Real Decreto se llevan cabo determinadas reformas reglamentarias de 
Seguridad Social: entre otros aspectos, se amplía el plazo de comunicación de bajas y variaciones de 
datos, se actualiza la normativa sobre aplazamientos en el pago de deudas y se otorga un nuevo plazo 
de comunicación del CNAE-2025

Por una parte, se modifica el párrafo 2.º del artículo 32.3 del Reglamento General sobre 
inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, con el objetivo de facilitar en mayor 
medida el cumplimiento de las referidas obligaciones con la Seguridad Social, ampliando de tres a 
seis días el plazo establecido en la norma.

Por otra parte, se efectúan una serie de modificaciones en el Reglamento General de 
Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, que 
afectan a sus artículos 32, 33, 34 y 35.

	— En primer lugar, se clarifica la redacción del apartado 1 del artículo 32, relativo a las 
deudas con la Seguridad Social susceptibles de aplazamiento, al objeto de eliminar 
cualquier duda respecto a la consideración como inaplazables de todas las cuotas por 
contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, tanto cuando 
correspondan a trabajadores por cuenta ajena o asimilados como cuando correspondan a 
trabajadores por cuenta propia, conforme a lo previsto, con carácter general, en el artículo 
23.2 LGSS.

	— En segundo lugar, se actualizan las cuantías de las deudas aplazables respecto a las que 
no es necesaria la constitución de garantías, establecidas en el párrafo b) del artículo 33.4.

	— En tercer lugar, la regulación del artículo 34, dedicado al interés aplicable a los 
aplazamientos, se acomoda a la del artículo 23.5 LGSS, respecto a la que había quedado 
desactualizada desde la reforma efectuada por la disposición final quinta de la Ley 
17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013.

	— Asimismo, se introducen dos modificaciones en el artículo 35, en el que se regula el 
procedimiento de concesión de los aplazamientos, dirigidas a facilitar su tramitación y 
concesión automatizada conforme a lo previsto en el artículo 130 LGSS.

Por último, este real decreto incorpora una disposición adicional única al objeto de establecer 
un plazo de seis meses para que las empresas comuniquen a la TGSS el código de ocupación laboral, 
única o principal, a que se refiere el artículo 30.2.a) del Reglamento General sobre inscripción de 
empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social, de 
todos los trabajadores por cuenta ajena que se encuentren en alta en cualquiera de sus códigos cuenta 
de cotización, conforme a la Clasificación Nacional de Ocupaciones vigente. Dicho dato resulta 
imprescindible para elaborar los informes que se precisan para el reconocimiento, en su caso, de 
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coeficientes reductores de la edad de jubilación para aquellas ocupaciones o actividades profesionales 
cuyos trabajos sean de naturaleza excepcionalmente penosa, tóxica, peligrosa o insalubre y acusen 
elevados índices de morbilidad o mortalidad.

1.4.   Mutualidades de previsión social

	— Trabajadores autónomos: nueva pasarela al RETA. Ley 2/2026, de 29 de julio, de 
modificación del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social en relación con las mutualidades 
alternativas reguladas en sus disposiciones adicionales 18.ª y 19.ª (BOE 31-7-2026)

La posibilidad de opción entre la respectiva mutualidad de previsión alternativa (reguladas por 
el Real Decreto 1430/2002, de 27 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de mutualidades 
de previsión social) y el RETA, que supuso inicialmente un beneficio para los profesionales colegiados 
que realizan su actividad por cuenta propia, ha dado lugar también a situaciones de desprotección de 
algunos de estos profesionales.

Vista la situación, se considera necesario adoptar algunas medidas consistentes en mejorar 
la cobertura que estas entidades proporcionan a sus mutualistas y poner a disposición de estos 
profesionales una «pasarela» para que, en los términos reglamentariamente establecidos, aquellos que 
consideren que conviene a sus intereses puedan solicitar la transferencia voluntaria de los derechos 
económicos acumulados en una o varias mutualidades derivados de las aportaciones realizadas por el 
mutualista para cumplir con la función alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, siempre que no tengan la condición de pensionistas a 
cargo de ningún régimen público ni de la respectiva mutualidad alternativa, salvo cuando se trate de 
una pensión de viudedad.

Para ello:

-Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional decimonovena LGSS (“Ámbito de 
protección de las mutualidades de previsión social alternativas al Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos”).

Por una parte, para incrementar el importe de las prestaciones, de manera que cuando presenten 
forma de renta no puedan ser inferiores al 100 por ciento de la cuantía mínima inicial que para la 
respectiva clase de pensión corresponda en el sistema de la Seguridad Social o, si resultara superior, 
al importe establecido para las pensiones no contributivas de la Seguridad Social, y en el caso de que 
tales prestaciones adopten la forma de capital, para que no pueda ser inferior al importe capitalizado 
de la cuantía mínima establecida para caso de renta.

Y por otra parte, para considerar que se cumple con la obligación de cuantía mínima de 
la prestación si las cuotas a satisfacer por el mutualista, cualesquiera que sean las contingencias 
contratadas con la mutualidad alternativa de entre las obligatorias a que se refiere el apartado 1 de la 
disposición, equivalen al 100 por ciento de la cuota resultante de aplicar el tipo general de cotización 
establecido para contingencias comunes en el RETA a la base mínima del tramo de cotización 
aplicable en función de sus rendimientos netos o la que se fije en cada momento.

-Se introduce una nueva disposición transitoria, la cuadragésima sexta, en la LGSS, la cual 
prevé el incremento progresivo de la cuota a satisfacer por los mutualistas conforme al segundo párrafo 
del apartado 2 de la disposición adicional decimonovena hasta alcanzar el 100 por ciento en 2028, 



Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum	 nº 48

192

de forma que en 2026 ascenderá al 86 por ciento y en 2027 al 93 por ciento de la cuota resultante de 
aplicar el tipo general de cotización establecido para contingencias comunes en el Régimen Especial 
de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos a la base mínima del 
tramo de cotización aplicable en función de los rendimientos netos o la que se fije en cada momento.

-Finalmente, se introduce en la LGSS otra disposición transitoria, la cuadragésima séptima, 
a fin de establecer una «pasarela» entre la mutualidad alternativa y el RETA, de modo que los 
profesionales colegiados que estén o hayan estado incluidos en una o varias mutualidades de 
previsión social alternativas a dicho régimen puedan, en el plazo de un año desde la entrada en 
vigor del reglamento de desarrollo de esta disposición, solicitar la transferencia voluntaria de los 
derechos económicos acumulados en las mutualidades derivados de las aportaciones realizadas por el 
mutualista para cumplir con la función alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, siempre que no tengan la condición de pensionistas a 
cargo de ningún régimen público ni de la respectiva mutualidad alternativa, salvo cuando se trate de 
una pensión de viudedad.

Dicha transferencia conllevará el encuadramiento obligatorio e irreversible en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos del profesional 
colegiado para la actividad que determinó esta transferencia y estará exenta de tributación por 
cualquiera de las operaciones económicas derivadas de la misma.

Los términos y condiciones de la transferencia de derechos económicos acumulados y la fórmula 
de conversión de dichos derechos en períodos cotizados al RETA se regularán reglamentariamente en 
el plazo máximo de tres meses desde la aprobación de la ley.

-La disposición finales primera lleva a cabo una Modificación de la Ley 20/2015, de 14 de julio, 
de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras, añadiendo un 
nuevo párrafo cuarto al artículo 44.4 de la Ley.

1.5.  Desempleo

-Procedimientos administrativos. Gestión informatizada. Resolución de 2 de junio de 2026, 
de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se habilitan trámites y 
actuaciones a través del canal telefónico y telemático mediante determinados sistemas de identificación 
y expresión de voluntad y se regulan aspectos relativos a la presentación y firma de solicitudes 
mediante formularios electrónicos a través de ambos canales en el ámbito de las prestaciones por 
desempleo (BOE 15-7-2026)

1.6.  Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social

	— Resolución de 3 de julio de 2026, de la Dirección General de Ordenación de la Seguridad 
Social, por la que se establecen los términos para la aplicación a las mutuas colaboradoras 
con la Seguridad Social de los coeficientes para la gestión de la prestación económica de 
incapacidad temporal derivada de contingencias comunes (BOE 16-7-2026)

La presente resolución establece que, con carácter general, el coeficiente a aplicar será el 0,06 
sobre las cuotas íntegras correspondientes a la gestión de la prestación económica por incapacidad 
temporal derivada de contingencias comunes (conforme al artículo 26 de la Orden PJC/297/2026, 
de 30 de marzo, por la que se desarrollan las normas legales de cotización a la Seguridad Social, 
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desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional para 
el ejercicio 2026).

Asimismo, define el requisito de insuficiencia financiera del coeficiente general mediante la 
estimación de un resultado negativo o déficit al cierre del ejercicio 2026 en el ámbito de la gestión de 
la prestación económica de incapacidad temporal por contingencias comunes, después de aplicada en 
su integridad la reserva de estabilización específica de esta gestión.

Respecto del requisito adicional de que tal déficit sea consecuencia de circunstancias 
estructurales, se considera existente cuando la duración media de los procesos de incapacidad 
temporal derivados de contingencias comunes de los trabajadores por cuenta ajena protegidos por la 
mutua en el año 2025 sea superior a treinta y dos días, o bien cuando el índice de incidencia media 
mensual durante el mismo periodo, de los mismos procesos, haya superado en el año 2025 el 30 por 
mil de los referidos procesos de baja médica por incapacidad temporal.

Además, con la finalidad de resaltar el requisito estructural y, simultáneamente, promover 
mejoras de gestión, se contemplan también como requisitos que la mutua haya llevado a cabo de 
forma activa actuaciones de control y seguimiento con tal finalidad, y que en los casos en los que la 
Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones haya promovido convenios para la mejora en 
la gestión de la incapacidad temporal y de la asistencia sanitaria en colaboración con las comunidades 
autónomas, la mutua los haya suscrito.

En virtud de todo esto, mediante esta Resolución se establecen las instrucciones sobre 
los requisitos y condiciones para el acceso en 2026 a los coeficientes del 0,07, 0,033, así como al 
incremento de la fracción de cuota a que se refiere el párrafo segundo de los apartados primero y 
segundo del señalado artículo 26 de la Orden PJC/297/2026, de 30 de marzo, así como establecer las 
normas de procedimiento a que han de ajustarse las solicitudes que a tal efecto formulen las mutuas 
colaboradoras.

	— Resolución de 7 de julio de 2026, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y 
Pensiones, por la que se establece la planificación general de las actividades preventivas de 
la Seguridad Social a desarrollar por las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en 
sus planes de actividades del año 2027 (BOE 17-7-2026)

Mediante esta resolución se organizan las actividades preventivas de la Seguridad Social 
que deben desarrollar las mutuas durante el ejercicio y se establecen los criterios y prioridades que 
han de regir la ejecución de estas actividades, con las que se da continuidad a las que ya se vienen 
realizando por las mutuas y que, tal como se prevé en el artículo 2.1 del Real Decreto 860/2018, 
de 13 de julio, se orientarán preferentemente a realizar en las pequeñas empresas, así como en las 
empresas y sectores con mayor siniestralidad en el año 2025, acciones de asesoramiento, divulgación, 
sensibilización e investigación, desarrollo e innovación en materia de prevención de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales.

Esta planificación de las actividades preventivas se realiza conforme a la Estrategia Española 
de Seguridad y Salud en el Trabajo 2023-2027, aprobada por acuerdo del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 14 de marzo de 2023 y publicado mediante Resolución de la Secretaría de Estado de 
Empleo y Economía Social de 20 de abril de 2023.
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1.7.  Otras normas de Seguridad Social

-Convenio. Comunidad Autónoma de Cantabria. Resolución de 4 de junio de 2026, de la 
Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Instituto Nacional de la Seguridad 
Social, la Tesorería General de la Seguridad Social y la Comunidad Autónoma de Cantabria, para la 
cesión de información en materia de afiliación (BOE 15-6-2026)

-Convenio. Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha. Resolución de 29 de mayo de 
2026, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Instituto Nacional 
de la Seguridad Social, la Tesorería General de la Seguridad Social y la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha, para la cesión de información en materia de afiliación (BOE 6-6-2016)

-Convenio. Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Resolución de 20 de agosto de 2026, 
de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, la Tesorería General de la Seguridad Social y la Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears, para la cesión de información en materia de afiliación (BOE 25-8-2026)

Convenio. Comunitat Valenciana. Resolución de 10 de julio de 2026, de la Secretaría General 
Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social, el 
Instituto Social de la Marina y la Generalitat Valenciana, para el acceso telemático a los informes 
médicos de los expedientes administrativos del INSS y del ISM por parte de los Servicios Públicos 
de Salud (BOE 20-7-2026)

-Convenio. Resolución de 2 de julio de 2026, de la Secretaría General Técnica, por la que se 
publica la Adenda modificativa y de prórroga del Convenio entre la Tesorería General de la Seguridad 
Social y la Fundación Laboral de la Construcción, en materia de intercambio de información (BOE 
13-7-2026).

-Convenio. Resolución de 15 de julio de 2026, de la Secretaría General Técnica, por la que 
se publica el Convenio entre la Tesorería General de la Seguridad Social, la Gerencia de Informática 
de la Seguridad Social y la Intervención General de la Seguridad Social, por el que se acuerda la 
gestión y participación en la financiación conjunta del Plan de la Actividad Preventiva del Servicio 
de Prevención para el personal dependiente de los servicios centrales de dichas entidades (BOE 21-
7-2026)

-Procedimientos administrativos. Gestión informatizada. Orden ISM/541/2026, de 27 de 
mayo, por la que se modifica la Orden ISM/903/2020, de 24 de septiembre, por la que se regulan 
las notificaciones y comunicaciones electrónicas en el ámbito de la Administración de la Seguridad 
Social (BOE 1-6-2026)

-Procedimientos administrativos. Gestión informatizada. Resolución de 15 de junio de 2026, 
del Instituto Social de la Marina, por la que se regula la automatización de ciertos actos y actuaciones 
en los procedimientos para el reconocimiento de determinadas prestaciones del Régimen Especial de 
la Seguridad Social de los Trabajadores del mar (BOE 20-6-2026)

-Cartas de servicios. Resolución de 3 de julio de 2026, de la Subsecretaría, por la que se 
aprueba la actualización de la Carta de Servicios del Instituto Nacional de la Seguridad Social (BOE 
1-8-2026)
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1.8.  Sanidad

	— Medicamentos. Real Decreto 468/2026, de 10 de junio, por el que se modifica el Real 
Decreto 1345/2007, de 11 de octubre, por el que se regula el procedimiento de autorización, 
registro y condiciones de dispensación de los medicamentos de uso humano fabricados 
industrialmente (BOE 11-6-2026)

Se modifican los artículos 81, 84, 85 y 86 del capítulo, sobre el Sistema de verificación y 
autenticación de medicamentos, del Real Decreto 1345/2007, de 11 de octubre, en relación a 
ciertos casos de operaciones de los dispositivos de seguridad cuando se suministren medicamentos 
a determinadas entidades, como los centros penitenciarios o los centros de almacenamiento y 
distribución del Ministerio de Defensa, y al funcionamiento del Nodo SNSFarma, con el fin de 
facilitar la conexión al repositorio nacional de los servicios de farmacia y otras entidades autorizadas 
a dispensar medicamentos con cargo al Sistema Nacional de Salud.

	— Especialidades farmacéuticas. Caducidad. Real Decreto 467/2026, de 10 de junio, por el 
que se regulan la devolución y destrucción de sustancias estupefacientes y psicotrópicas y 
de medicamentos estupefacientes por las oficinas y servicios de farmacia (BOE 12-6-2026)

Esta norma establece una regulación uniforme en todo el Estado para la devolución y 
destrucción de estupefacientes y psicotrópicos, materia que requiere un procedimiento garantista 
y homogéneo por razones de salud pública y prevención del desvío al tráfico ilícito, y no puede 
regularse mediante instrucciones internas o normativa autonómica.

	— Personal estatutario de los servicios de salud. Resolución de 6 de julio de 2026, del 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, por la que se modifican la Resolución de 17 de 
enero de 2018, por la que se aprueba el Plan de Ordenación de Recursos Humanos del 
INGESA, y la Resolución de 19 de enero de 2023, por la que se amplía su vigencia (BOE 
13-7-2026).

Se lleva a cabo una modificación del Plan de Ordenación de Recursos Humanos del 
INGESA, aprobado por Resolución de 17 de enero de 2018, en sus aspectos relativos al personal 
que se ve desplazado como consecuencia de la resolución de procesos de selección y/o movilidad. 
Es consecuencia de la modificación de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, por la que se aprueba el 
Estatuto Marco del personal estatuario de los servicios de salud, por el Real Decreto‑ley 12/2022, de 
5 de julio.

	— Sistema Nacional de Salud. Orden SND/715/2026, de 8 de julio, por la que se modifica 
la Orden SCB/45/2019, de 22 de enero, por la que se modifica el anexo VI del Real Decreto 
1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes 
del Sistema Nacional de Salud y el procedimiento para su actualización, se regula el 
procedimiento de inclusión, alteración y exclusión de la oferta de productos ortoprotésicos 
y se determinan los coeficientes de corrección (BOE 14-7-2026)

Se modifica la disposición adicional primera de la Orden SCB/45/2019, de 22 de enero, sobre 
la puesta en marcha de la oferta de productos ortoprotésicos, para los tipos de producto no elaborados 
a medida incluidos en el apartado de Sillas de ruedas del catálogo común de prestación ortoprotésica 
suplementaria, para introducirla de manera progresiva según los apartados contemplados en el anexo 
VI sobre Cartera común de servicios de prestación ortoprotésica del Real Decreto 1030/2006, de 15 
de septiembre.
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Con esta orden se pretende hacer efectivas las propuestas acordadas por el Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, relativas a la modificación de la Orden SCB/45/2019, 
de 22 de enero, correspondiente a contemplar el UDI de los productos, regulado por el Reglamento 
(UE) 2017/745 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2017, y la REF en el caso 
de los componentes, accesorios y recambios no considerados productos sanitarios, como sistema 
adicional en la de identificación de los productos financiados, la renovación de la oferta de los 
productos ortoprotésicos y la puesta en marcha de la oferta por apartados.

Además, esta modificación normativa está alineada con el Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia ya que tiene como fin fomentar la modernización, sostenibilidad, digitalización y equidad 
de la prestación ortoprotésica, como recoge la reforma 3 del componente 18 (C18.R3).

-Agencia Estatal de Salud Pública. Sedes. Orden PJC/781/2026, de 28 de julio, por la que se 
publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de julio de 2026, por el que se determina la sede 
física de la Agencia Estatal de Salud Pública (BOE 29-7-2026)

-Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. Personal sanitario. Ley 2/2026, de 4 de junio, 
sobre infracciones y sanciones administrativas en materia de agresiones a profesionales sanitarios y 
demás personal de la red sanitaria de utilización pública de la Región de Murcia, en el ejercicio de sus 
funciones (BOE 20-6-2026)

-Comunidades autónomas. Convenio. Resolución de 13 de julio de 2026, de la Secretaría 
General Técnica, por la que se publica la Adenda de prórroga y modificación del Convenio con 
la Fundación Estatal Salud, Infancia y Bienestar Social, la Comunitat Valenciana y la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha, para el apoyo y cooperación de la atención comunitaria en salud 
mental en situaciones de emergencia y/o desastres naturales (BOE 21-7-2026)

	— Sistema Nacional de Salud. Ley 3/2026, de 29 de julio, de modificación de normas sobre 
el programa de cribado neonatal del Sistema Nacional de Salud y de otra normativa (BOE 
31-7-2026)

La finalidad de la presente Ley es mejorar el programa de cribado neonatal de enfermedades 
congénitas en prueba del talón del SNS, estableciendo la garantía de la evaluación del programa, 
con una periodicidad mínima y, de acuerdo con el procedimiento, los criterios y los requisitos de 
evaluación a verificar desarrollados a tal efecto.

Se realizan una serie de reformas que buscan garantizar la actualización y mayor cohesión y 
equidad de los cribados neonatales en España, asegurando efectividad clínica, equidad territorial y 
formación a los profesionales, sostenibilidad e infraestructura.

Sin perjuicio de ello, las comunidades autónomas podrán seguir incorporando en sus 
respectivas carteras de servicios aquellas técnicas o procedimientos de cribado neonatal adicionales 
no incluidos en la cartera común, de acuerdo con la Ley 16/2003.
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1.9.   Asistencia social y servicios sociales

	— Servicios sociales. Resolución de 23 de junio de 2026, de la Secretaría de Estado de 
Derechos Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios 
Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, de 15 de junio de 
2026, por el que se afirma un mapa global de los servicios y prestaciones de los sistemas 
públicos de servicios sociales en España, se identifica el listado del conjunto de servicios y 
prestaciones mínimo común y sus características básicas, y se establece el mecanismo de 
trabajo para el seguimiento, actualización y revisión de ambos, en el marco de los objetivos 
comunes de modernizar y reforzar la red pública de sistemas de servicios sociales (BOE 
27-6-2026)

Esta Resolución responde a la creación y regulación del Sistema de Información Estatal de 
los Servicios Sociales (SIESS), que tiene por objeto integrar la información estadística relativa a 
los servicios sociales de las administraciones públicas, y establecer mecanismos de seguimiento y 
consulta.

Para el desarrollo del SIESS se crearon Grupos de Trabajo dependientes de la Comisión 
Delegada de Servicios Sociales con las comunidades y ciudades autónomas en los cuales se ha 
completado un mapa global de 50 servicios y prestaciones de servicios sociales en España con sus 
características básicas, de las cuales 41 son comunes a todas las comunidades y ciudades autónomas.

El mapa global y el listado del conjunto de servicios y prestaciones mínimo común con sus 
características básicas, así como la definición de los mecanismos de trabajo para su seguimiento, 
desarrollo y actualización a futuro, se elevó a Consejo Territorial.

	— Servicios sociales. Resolución de 29 de agosto de 2026, de la Secretaría de Estado de 
Derechos Sociales, por la que se corrigen errores en la de 23 de junio de 2026, por la que 
se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia, de 15 de junio de 2026, por el que se afirma un 
mapa global de los servicios y prestaciones de los sistemas públicos de servicios sociales 
en España, se identifica el listado del conjunto de servicios y prestaciones mínimo común 
y sus características básicas, y se establece el mecanismo de trabajo para el seguimiento, 
actualización y revisión de ambos, en el marco de los objetivos comunes de modernizar y 
reforzar la red pública de sistemas de servicios sociales (BOE 31-8-2026)

Se corrige la Resolución de 23 de junio de 2026, de la Secretaría de Estado de Derechos 
Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia, de 15 de junio de 2026, por el que se afirma un mapa 
global de los servicios y prestaciones de los sistemas públicos de servicios sociales en España, con la 
inserción de los anexos I y II, que forman parte integrante del citado Acuerdo del Consejo Territorial 
y cuyos contenidos íntegros estarán disponibles en los enlaces url que se indican a continuación de 
cada uno de sendos anexos:

–  Anexo I.  Mapa Servicios y Prestaciones de los servicios sociales en España:

	 https://imserso.es/documents/d/global/20260627_anexoi_mapa_servicios_prestaciones

–  Anexo II.  Conjunto mínimo común de servicios y prestaciones de servicios sociales:
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	 https://imserso.es/documents/d/global/20260627_anexoii_cmc_servicios_prestaciones

Con ello, se da cumplimiento al objeto de garantizar el acceso al contenido íntegro del Acuerdo 
del Consejo Territorial indicado, que define un conjunto mínimo común de servicios sociales y sus 
condiciones básicas, y se asume el compromiso de mantenerlos, así como se establece un mecanismo 
funcional para su seguimiento y revisión.

1.10.  Dependencia y discapacidad

	— Medidas urgentes. Real Decreto-ley 17/2026, de 23 de junio, de medidas extraordinarias 
para el fortalecimiento y consolidación del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia (BOE 24-6-2026) (Corrección de errores BOE 9-7-2026)

[Acuerdo de convalidación publicado por Resolución de 14 de julio de 2026, del Congreso de 
los Diputados (BOE 16-7-2026)]

La consolidación del SAAD bajo el nuevo enfoque de abordaje de los cuidados que emana 
de la propuesta de reforma de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, y del texto refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social hacen imprescindible 
incrementar la corresponsabilidad de la Administración General del Estado con su financiación para 
contribuir a garantizar un adecuado y homogéneo despliegue en el conjunto del Estado de los nuevos 
derechos y servicios reconocidos.

Para ello, se modifica la disposición adicional centésima sexta de la Ley 31/2022, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023, actualmente prorrogados para el 
año 2026, con el fin de incrementar las cuantías del nivel mínimo de protección garantizado por la 
Administración General del Estado para cada persona beneficiaria del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia.

	— Grado III Gran Dependencia: 660,00 Euros/mes

	— Grado II Dependencia Severa: 260,00 Euros/mes

	— Grado I Dependencia Moderada: 90,00 Euros/mes

	— Grado III+, de dependencia extrema: 4.930 euros/mes

Asimismo, con objeto de atender al pago de las obligaciones que nacen a propósito de este real 
decreto-ley, se concede un suplemento de crédito en el Presupuesto de la sección 29 «Ministerio de 
Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030».

	— Comunidad Autónoma de Cataluña. Personas en situación de dependencia. Decreto-ley 
4/2026, de 28 de abril, de medidas urgentes en el ámbito de la dependencia (BOE 8-6-
2026)

	— Comunidad Autónoma de Cantabria. Convenio. Resolución de 12 de junio de 2026, del 
Instituto de Mayores y Servicios Sociales, por la que se publica el segundo Convenio con 
la Comunidad Autónoma de Cantabria, para establecer y regular el procedimiento que 
posibilite la interoperabilidad de los sistemas de información de la comunidad autónoma 
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y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia del Imserso (BOE 23-6-
2026)

	— Comunidad Autónoma de Extremadura. Medidas urgentes. Decreto-ley 2/2026, de 19 de 
mayo, por el que se adoptan medidas urgentes en materia de dependencia para la mejora 
de la atención a personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica (ELA) y otras enfermedades 
o procesos de alta complejidad y curso irreversible en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, así como otras medidas urgentes de carácter social (BOE 6-7-2026)

	— Convenios colectivos de trabajo. Resolución de 29 de junio de 2026, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación parcial 
del VIII Convenio marco estatal de servicios de atención a las personas dependientes y 
desarrollo de la promoción de la autonomía personal (residencias privadas de personas 
mayores y del servicio de ayuda a domicilio) (BOE 15-7-2026)

1.11.  Relaciones laborales

	— Contratos de relevo en la jubilación parcial del personal laboral de las Administraciones 
Públicas. Real Decreto-ley 19/2026, de 29 de junio, de medidas urgentes en materia de 
jubilación parcial anticipada del personal laboral de las Administraciones Públicas y de 
complemento de insularidad en Illes Balears (BOE 30-6-2026)

(Acuerdo de convalidación publicado por Resolución de 23 de julio de 2026, del Congreso de 
los Diputados, BOE 25-7-2026)

Regula el régimen aplicable a los contratos de relevo en la jubilación parcial del personal 
laboral de las Administraciones Públicas.

La norma prevé un sistema gradual de flexibilidad:

a) Con carácter preferente, las Administraciones públicas deberán contar con un instrumento de 
planificación de recursos humanos aprobado, preferentemente la oferta de empleo público ordinaria, 
que incluya de forma expresa la cobertura de jubilaciones parciales previstas. La contratación de 
este personal laboral fijo se regirá por las reglas de acceso a la condición de personal laboral en las 
Administraciones Públicas.

Así, se podrá reconocer la jubilación parcial del personal laboral fijo a tiempo completo siempre 
que la Administración correspondiente vincule la jubilación parcial de cada persona trabajadora a un 
contrato de personal laboral fijo a tiempo completo que hubiere sido previamente formalizado como 
resultado de convocatorias derivadas del instrumento de planificación referido para la cobertura de las 
jubilaciones parciales, que tendrá a estos efectos la condición de relevista.

b) En caso de no ser posible esto, en tanto se resuelve la convocatoria para la contratación de 
personal relevista fijo, se podrá contratar personal laboral temporal de sustitución, a tiempo completo, 
que tendrá a estos efectos la condición de relevista, para cubrir temporalmente un puesto de trabajo 
hasta que finalice el proceso de selección para su cobertura definitiva. Dicha contratación, habrá de 
llevarse a cabo de forma simultánea a la jubilación parcial a la que se vincule.

c) Podrá acudirse igualmente a la contratación de personal laboral de sustitución en el caso 
de que se produzca la extinción del contrato del personal relevista fijo antes de la finalización del 
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segundo año posterior al acceso por el jubilado parcial a la jubilación plena en cualquiera de sus 
modalidades, a los efectos de poder dar cumplimiento al mandato previsto en el artículo 12.6, párrafo 
segundo, del Estatuto de los Trabajadores, en el plazo indicado.

Para la contratación del personal relevista prevista en los apartados anteriores, no será exigible 
el requisito de estar en situación de desempleo o tener concertado un contrato de duración determinada.

Se establece un régimen transitorio de aplicación al reconocimiento de la jubilación parcial 
del personal laboral de las Administraciones Públicas, conforme al cual, hasta el 1 de abril de 2027, 
el reconocimiento de la jubilación parcial del personal laboral al servicio de las Administraciones 
Públicas se podrá vincular a un contrato de personal laboral fijo a tiempo completo que hubiere sido 
formalizado a partir del 1 de abril de 2024 como resultado de convocatorias derivadas de ofertas de 
empleo público ordinarias o instrumentos similares (disposición transitoria única).

Por otra parte, la disposición adicional única de este Real Decreto-ley prevé la revisión, por 
parte del Gobierno, de las cuantías de las indemnizaciones por residencia del personal del sector 
público estatal destinado en la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Esta revisión se llevará a 
cabo previa negociación colectiva, y supondrá la modificación de las cuantías vigentes para adaptarlas 
a la situación actual. La norma también prevé que la actualización no podrá suponer una minoración 
de las cantidades que actualmente se abonan en concepto de residencia.

	— Empleo. Orden PJC/654/2026, de 29 de junio, por la que se publica el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 29 de junio de 2026, por el que se aprueba la segunda prórroga 
del Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo para el sector de la 
fabricación de vehículos de motor, activado por el Acuerdo del Consejo de Ministros de 23 
de diciembre de 2024, de conformidad con el artículo 47 bis del texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 
de octubre (BOE 30-6-2026)

Próximo a finalizar el periodo de vigencia de la primera prórroga, se constata nuevamente 
la persistencia de las circunstancias que motivaron tanto su activación inicial como su posterior 
prórroga: la pervivencia de las necesidades de recualificación y de acompañamiento en los procesos de 
transición profesional de las personas trabajadoras del sector, derivadas de los cambios permanentes 
que continúan afectando a dicha actividad productiva.

En consecuencia, y al amparo de la posibilidad prevista en el artículo 47 bis.1 del Estatuto de 
los Trabajadores, de acordar hasta dos prórrogas de seis meses cada una, se considera necesario llevar 
a cabo una segunda prórroga de la vigencia del mecanismo activado por Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 23 de diciembre de 2024, a fin de permitir que las empresas que cumplan los requisitos 
establecidos puedan seguir solicitando la aplicación de medidas de reducción de jornada o suspensión 
de contratos de trabajo durante el periodo comprendido entre el 1 de julio y el 31 de diciembre de 
2026.
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	— Nuevo Estatuto de las personas artistas y vinculadas. Real Decreto 607/2026, de 22 de 
julio, por el que se regula la relación laboral especial de las personas artistas que desarrollan 
su actividad en las artes escénicas, audiovisuales y musicales, así como de las personas que 
realizan actividades técnicas o auxiliares necesarias para el desarrollo de dicha actividad 
(BOE 25-7-2026)

Conforme a lo dispuesto en la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 5/2022, de 22 
de marzo, por el que se adapta el régimen de la relación laboral de carácter especial de las personas 
dedicadas a las actividades artísticas, así como a las actividades técnicas y auxiliares necesarias 
para su desarrollo, y se mejoran las condiciones laborales del sector, mediante este Real Decreto se 
sustituye íntegramente, y consecuentemente se deroga, el Real Decreto 1435/1985, de 1 de agosto.

La regulación contenida en este Real Decreto 607/2026, de 22 de julio, entrará en vigor a los 
diez meses de su publicación en el BOE.

Desde el punto de vista de la estructura, se establecen dos capítulos diferenciados, que resultan 
de la ampliación y diversificación del ámbito de aplicación de la relación laboral especial: el capítulo 
I contiene las disposiciones referidas a todas las personas que desarrollan actividades incluidas en 
el ámbito de aplicación previsto en el artículo 3; el capítulo II contiene las disposiciones aplicables 
específicamente a las personas artistas.

Desde el punto de vista del contenido, se incorporan un amplio conjunto de novedades:

-En primer lugar, un nuevo artículo 4 dedicado a las fuentes reguladoras de la relación laboral 
especial que incorpora una referencia expresa a las particularidades de este ámbito laboral.

-Se incorpora un nuevo artículo 9 referido a la protección efectiva frente a la violencia y 
el acoso.  Se establece la adaptación de planes, protocolos y conjuntos planificados de medidas a 
la intermitencia y brevedad de los contratos (principales singularidades del sector). Se establece la 
obligación de que las empresas cuenten con una persona coordinadora de intimidad en los casos de 
realización de escenas o actuaciones íntimas o de sexo, con el objeto de garantizar el consentimiento 
y prevenir situaciones de acoso.

-Se incorpora, en el artículo 10, una nueva regulación sobre los desplazamientos y las giras, 
remitiéndose al convenio colectivo para el establecimiento del régimen compensatorio en supuestos 
de desplazamientos entre localidades por giras, rodajes o actividades de similar naturaleza.

-Se regula el trabajo artístico de personas menores de 16 años, en el artículo 11. Por primera 
vez se regula el régimen concreto de participación de personas menores en actividades artísticas y 
su autorización: se recogen sus derechos y se establecen reglas claras y únicas para todo el territorio 
nacional, evitando fenómenos de abusos o de competencia desleal.

La nueva regulación se estructura en torno a tres aspectos: se clarifica que el único régimen de 
trabajo permitido a las personas menores de 16 años es el laboral (solamente podrá llevarse a cabo por 
cuenta ajena y con sujeción a las reglas contenidas en este Real Decreto); se regulan las obligaciones 
empresariales en materia de tutela de la salud laboral, con particular referencia a las limitaciones en 
los tiempos máximos de trabajo, que se adecuan a distintas franjas de edad; se establece un catálogo 
de derechos de las personas menores para garantizar su adecuado desarrollo personal, educativo, 
social y profesional; y se introduce una nueva regulación del procedimiento de autorización, que será 
única para todo el territorio del Estado.
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-Se incorpora, en el artículo 14, los derechos de propiedad intelectual, propia imagen y otros 
derechos digitales de las personas artistas que estén incluidas en el ámbito de aplicación del presente 
real decreto. Se incorpora la obligación de establecer de manera expresa y diferenciada en el recibo 
de salarios las retribuciones que correspondan a la persona trabajadora en el marco del contrato de 
trabajo por la cesión de dichos derechos exclusivos, en los casos en los que no sean objeto de gestión 
colectiva.

Se prevé la posibilidad de establecer, por convenio colectivo, garantías adicionales de 
los derechos y libertades relacionados con el tratamiento de los datos personales de las personas 
trabajadoras y la salvaguarda de sus derechos digitales.

-En el capítulo de derechos y obligaciones de las personas artistas, se modifican y aclaran 
algunas regulaciones que habían quedado claramente obsoletas y se incorporan algunos aspectos 
nuevos no contemplados hasta el momento, entre los que destacan los siguientes:

En relación con la retribución, se refuerzan las obligaciones de información clara y transparente 
de los distintos conceptos retributivos, salariales y no salariales, en el recibo de salarios. Además, se 
introducen algunas particularidades en la gestión de la indemnización de fin de contrato, así como 
respecto a las vacaciones no disfrutadas, permitiendo su pago prorrateado cuando se trate de contratos 
de breve duración.

En materia de tiempo de trabajo se procede a definir con mayor claridad los tiempos que se 
consideran de trabajo efectivo, de modo que se incluyen tanto la prestación efectiva de la actividad 
artística en las artes escénicas, audiovisuales y musicales objeto del contrato, como el tiempo en que 
la persona está bajo las órdenes de la empresa en cualesquiera actividades preparatorias, trabajos de 
preproducción o postproducción, o actividades de promoción. Quedan excluidas de la consideración 
como tiempo de trabajo los periodos destinados a las actividades efectuadas por las personas 
candidatas durante el proceso de selección, sin perjuicio de la aplicación de la normativa específica.

	 Se introducen algunas reglas en materia de descanso para aproximar la regulación de esta 
materia a la prevista en la normativa laboral común.

Se incorpora una novedosa regulación sobre las obligaciones de información anticipada y 
por escrito de los encargos, con los planes de trabajo, ensayos u otras actividades preparatorias, cuyo 
objeto es dotar de la suficiente previsibilidad la ejecución del contrato.

-Se establece la obligación del Gobierno de constituir una serie de comisiones de trabajo para 
el análisis y la puesta en marcha de eventuales medidas de carácter formativo o de recualificación 
profesional.

	— Real Decreto 723/2026, de 9 de septiembre, por el que se transpone la Directiva (UE) 
2019/1152 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a unas 
condiciones laborales transparentes y previsibles en la Unión Europea (BOE 15-9-2026)

Este real decreto tiene por objeto desarrollar el artículo 8.5 del Estatuto de los Trabajadores, 
en particular, en materia de información sobre los elementos esenciales del contrato de trabajo y sobre 
las principales condiciones de ejecución de la prestación laboral, para garantizar la previsibilidad y 
la transparencia de las condiciones de trabajo e incorporar al derecho español de la Directiva (UE) 
2019/1152 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a unas condiciones 
laborales transparentes y previsibles en la Unión Europea.
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Gran parte de las obligaciones impuestas por la Directiva ya se encuentran recogidas de manera 
expresa en el ordenamiento vigente, pero estos derechos han de ser objeto de ampliación a la vista 
de la normativa europea. Por ello, se procede a su transposición parcial mediante este real decreto, 
incorporando y desarrollando aquellos nuevos aspectos relativos a los derechos de información sobre 
los elementos esenciales del contrato de trabajo y la garantía de previsibilidad de las condiciones de 
trabajo esenciales no contemplados en el actual Real Decreto 1659/1998, de 24 de julio, en materia 
de información al trabajador sobre las condiciones de trabajo, que es derogado y sustituido en su 
integridad por el presente reglamento.

La Exposición de Motivos de esta norma explica también que, con relación a la transposición 
del artículo 10.3 de la Directiva, que prevé que «si los Estados miembros permiten que el empleador 
cancele una tarea asignada sin indemnización, adoptarán las medidas necesarias, de conformidad con 
la legislación, los convenios colectivos o la práctica nacionales, para garantizar que el trabajador tenga 
derecho a una indemnización si el empleador cancela, sin observar un plazo de preaviso razonable 
determinado, la tarea asignada acordada previamente con el trabajador», se ha decidido no incorporar 
tratamiento reglamentario alguno tomando en consideración, entre otros, el criterio del Consejo de 
Estado que indica que la problemática que pretende resolver el artículo 10.3 de la directiva ya tiene 
actualmente solución en el derecho interno español, por la interpretación combinada de los artículos 
12.5.d) y 30 del Estatuto de los Trabajadores.

Los aspectos principales de la nueva regulación son los siguientes:

1. El capítulo I, constituido por los artículos 1 y 2, define el objeto y el ámbito de aplicación 
del real decreto.

-Este real decreto será de aplicación a todas las empresas y personas trabajadoras incluidas en 
el artículo 1 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

-El capítulo II, relativo a la información sobre los elementos esenciales del contrato de trabajo, 
solo será de aplicación a las relaciones laborales cuya duración sea superior a cuatro semanas.

-A los contratos de trabajo de los pescadores que presten servicios a bordo de buques 
pesqueros abanderados en España o registrados bajo plena jurisdicción española, con independencia 
de la duración de aquellos, les será de aplicación este real decreto en los términos previstos en el 
capítulo III.

-A los contratos de trabajo de la gente de mar que preste servicios a bordo de buques 
abanderados en España o registrados bajo plena jurisdicción española, con independencia de la 
duración de aquellos, les será de aplicación este real decreto en los términos previstos en el capítulo 
IV.

-Este real decreto se aplicará a las relaciones laborales especiales en los términos previstos en 
sus normas específicas y, en todo caso, cuando estas se remitan expresamente o prevean la aplicación 
supletoria del Estatuto de los Trabajadores y su desarrollo reglamentario.

-Al personal empleado público le resultará de aplicación lo previsto en el presente real decreto, 
de acuerdo con las peculiaridades establecidas en su legislación específica.

2. El capítulo II desarrolla la información sobre los elementos esenciales del contrato que la 
empresa, con carácter general, debe proporcionar a las personas trabajadoras.
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-En los artículos 3 y 4 se concreta la información general que debe proporcionarse y la 
información adicional que corresponde comunicar en los supuestos de prestación de servicios en el 
extranjero

-El artículo 5 recoge la obligación de informar sobre cualquier modificación de los elementos 
y condiciones recogidos en los dos preceptos anteriores.

-El artículo 6 regula los medios a través de los cuales debe proporcionarse dicha información

-El artículo 7 establece los plazos para el cumplimiento de la obligación. Destaca que dicha 
información deberá ser facilitada por la empresa a la persona trabajadora con carácter previo al inicio 
de la relación laboral.

-El artículo 8 aclara que las obligaciones previstas en este real decreto no enervan el resto de 
las obligaciones relacionadas previstas en la legislación laboral.

-Entre los elementos de información regulados destaca:

	— La obligación de informar, en ciertas situaciones, sobre la existencia de sistemas 
algorítmicos o automatizados de toma de decisiones (con base al Reglamento de la UE 
de Inteligencia Artificial).

	— En relación con el salario se deberán explicitar la cuantía del salario base y de cada uno 
de los complementos salariales, indicados de forma separada, así como su periodicidad y 
método de pago. También se debe expresar el modo de cálculo de los conceptos salariales 
que sean variables y los criterios que determinan su percepción.

	— Se tendrá que informar expresamente sobre la duración y las condiciones del período de 
prueba, cuando se concierte, lo que incluirá la justificación por parte de los convenios 
colectivos de las causas por las que se amplía la duración legal del período de prueba.

Estos casos justificados pueden ser por la naturaleza del empleo, por el interés de la persona 
trabajadora o, por la necesidad de realizar la evaluación de la idoneidad de la persona trabajadora en 
caso de suspensión de la relación laboral.

También debe incluirse la información relativa a las obligaciones respectivas de la empresa y 
de la persona trabajadora de realizar las experiencias que constituyan el objeto de la prueba.

-La información deberá facilitarse por la empresa a la persona trabajadora, cuando no conste en 
el contrato de trabajo formalizado por escrito que obre en su poder, a través de uno o más documentos 
escritos que incluyan todos los datos exigidos.

Dicha información se proporcionará y transmitirá en papel o en formato electrónico, siempre 
que sea accesible para la persona trabajadora, que se pueda almacenar e imprimir y que la empresa 
conserve la prueba de la transmisión o recepción. En el caso de personas trabajadoras con discapacidad 
o con capacidad intelectual límite, la empresa debe asegurar que toda la información prevista en esta 
norma sea accesible y comprensible.

3. El capítulo III recoge las disposiciones aplicables al trabajo en la pesca, desarrollando la 
obligación de formalización escrita del contrato de trabajo de los pescadores y su contenido mínimo, 
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de conformidad con la Directiva (UE) 2017/159 del Consejo, de 19 de diciembre de 2016, por la que 
se aplica el Acuerdo relativo a la aplicación del Convenio sobre el trabajo en la pesca de 2007 de la 
Organización Internacional del Trabajo.

4. El capítulo IV establece las disposiciones aplicables a la gente de mar, sin perjuicio de lo 
dispuesto por la normativa específica que le resulta de aplicación, en particular, el Convenio sobre el 
trabajo marítimo, 2006. Se incorpora el contenido mínimo que debe figurar en los contratos de trabajo 
de la gente de mar.

5. Las disposiciones adicionales primera y segunda señalan, respectivamente, que se pondrá a 
disposición de empresas y personas trabajadoras un modelo de documento informativo que recoja el 
contenido del artículo 3 y, cuando proceda, del 4 y el 5; y que se pondrá a disposición de armadores, 
pescadores y gente de mar modelos de contratos de trabajo que recojan el contenido fijado en los 
artículos 11 y 14.

6. La disposición transitoria única regula las obligaciones de información de las relaciones 
laborales vigentes a la entrada en vigor de esta norma, garantizando que los nuevos derechos se les 
aplican: La empresa deberá facilitar la información a la persona trabajadora que lo solicite, en el plazo 
de treinta días hábiles a partir de la recepción de la solicitud y siempre que no obrara ya en su poder.

1.12.  Empleo y formación profesional

	— Formación profesional para el empleo. Orden TES/679/2026, de 29 de junio, por la que 
se modifica la Orden TMS/368/2019, de 28 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 
694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la 
que se regula el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral, en 
relación con la oferta formativa de las administraciones competentes y su financiación, y se 
establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas destinadas a 
su financiación (BOE 7-7-2026)

Conforme la nueva redacción del artículo 6 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la 
que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito laboral, las bases 
reguladoras de la concesión de subvenciones podrán prever entregas de fondos con carácter previo 
al inicio de la actividad formativa, con un límite máximo que no podrá superar el 80 por ciento del 
importe concedido, lo que supondrá que como mínimo un 20 por ciento del importe concedido se hará 
efectivo una vez finalizada y justificada la actividad formativa subvencionada.

Para adecuarla a esta nueva regulación, se modifica la Orden TMS/368/2019, de 28 de marzo, 
por la que se desarrolla el Real Decreto 694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 
30/2015, de 9 de septiembre.

La finalidad es evitar una excesiva carga financiera y procedimental que puede disuadir a 
muchas entidades de formación para prestar su colaboración como impartidoras.

Se considera que esta aproximación a un anticipo del 80 por ciento no supone para la 
Administración un riesgo de incremento de expedientes de reintegro ni un perjuicio para los fondos 
públicos, ya que su pago se realizará una vez se comunique la fecha de inicio de la actividad formativa.



Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum	 nº 48

206

	— Política de empleo. Resolución de 8 de julio de 2026, de la Secretaría de Estado de 
Trabajo, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 16 de junio de 2026, 
por el que se aprueba el Plan Anual para el Fomento del Empleo Digno 2026 (BOE 21-7-
2026)

Se mantiene una línea continuista con el Plan Anual del Empleo Digno 2025, buscando una 
mejor prestación de servicios y atención de las personas, si bien incorporando ciertos ajustes.

El Plan Anual para el Fomento del Empleo Digno 2026 se incluye en el Anexo de esta 
Resolución.

-Convenios. Resolución de 21 de agosto de 2026, de la Secretaría General Técnica, por la que 
se publica el Convenio entre el Servicio Público de Empleo Estatal, O.A., y la Confederación Autismo 
España, para el impulso y desarrollo de actuaciones en favor de la inclusión y efectiva igualdad de 
oportunidades de las personas con trastorno del espectro autista (BOE 9-9-2026)

1.13.  Prevención de riesgos

-Comunidad Autónoma del Principado de Asturias. Seguridad minera. Ley del Principado de 
Asturias 5/2026, de 24 de junio, de primera modificación de la Ley del Principado de Asturias 1/1997, 
de 4 de abril, de infracciones y sanciones en materia de seguridad minera (BOE 17-7-2026)

	— Comunidad Autónoma de Cataluña. Ley 8/2026, de 2 de julio, de la erradicación del 
amianto Cataluña aprueba una ley integral para la gestión y retirada del amianto (BOE 
17-8-2026)

Esta ley tiene por objeto establecer un marco jurídico que permita una actuación común de 
todas las administraciones públicas de Cataluña con el fin de luchar contra los efectos que el amianto 
produce sobre la salud de las personas, los animales y el medio ambiente, de facilitar la detección 
y localización de los materiales que contienen amianto, y de garantizar la seguridad y salud de las 
personas trabajadoras y del conjunto de la ciudadanía en la gestión y retirada del amianto.

Se establece así un marco integral para la detección, gestión y retirada del amianto, reforzando 
la protección de la salud pública y del medio ambiente.

1.14.  Migraciones

-Pacto Europeo de Migración y Asilo. Instrucción de 11 de junio de 2026, de la Subsecretaría, 
sobre la tramitación de las solicitudes de protección internacional a consecuencia de la plena aplicación 
de los procedimientos previstos en los reglamentos UE 2024/1348 y 2024/1351, de 14 de mayo, que 
integran el Pacto Europeo de Migración y Asilo (BOE 13-6-2026).

-Instrucción de 11 de junio de 2026, de la Subsecretaría, sobre las consecuencias de la entrada 
en vigor del Pacto Europeo de Migración y Asilo en el recurso administrativo de reposición en el 
ámbito de la protección internacional (BOE 13-6-2026).

-Sistema de acogida de protección internacional. Resolución de 18 de junio de 2026, de la 
Dirección General de Atención Humanitaria y del Sistema de Acogida de Protección Internacional, 
por la que se establece la planificación de prestaciones, actuaciones o servicios estructurales para el 
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sistema de acogida en materia de protección internacional para su gestión mediante acción concertada 
(BOE 19-6-2026)

-Sistema de acogida de protección internacional. Resolución de 23 de junio de 2026, de la 
Dirección General de Atención Humanitaria y del Sistema de Acogida de Protección Internacional, 
por la que se establece la planificación estructural de prestaciones, actuaciones o servicios para el 
programa de atención humanitaria para su gestión mediante acción concertada (BOE 25-6-2026)

-Personas menores de edad extranjeras no acompañadas. Real Decreto 556/2026, de 30 de 
junio, por el que se aprueba la capacidad ordinaria del sistema de protección y tutela de personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas de las comunidades y ciudades autónomas (BOE 3-7-
2026)

1.15.  Inspección de trabajo

-Resolución de 23 de junio de 2026, de la Subsecretaría, por la que se publica la Adenda 
de modificación y prórroga del Convenio entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y 
el Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en materia 
de intercambio de información y desarrollo de actuaciones de colaboración para la prevención y 
corrección del fraude fiscal y a la Seguridad Social (BOE 1-7-2026)

-Comunidad Autónoma de La Rioja. Convenio. Resolución de 21 de julio de 2026, de la 
Secretaría General Técnica, por la que se publica la Adenda de prórroga del Convenio entre el 
Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social y la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, para el desarrollo efectivo de la cooperación para la consecución de los fines 
públicos asignados a la Inspección (BOE 29-7-2026)

1.16.  Empleo público

-Personal del sector público. Retribuciones. Orden PJC/683/2026, de 7 de julio, por la que 
se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de julio de 2026, por el que se aprueba la 
modificación de las cuantías de las indemnizaciones por residencia del personal del sector público 
destinado en la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en aplicación de lo previsto en la disposición 
adicional única del Real Decreto-ley 19/2026, de 30 de junio, de medidas urgentes en materia de 
jubilación parcial anticipada del personal laboral de las Administraciones Públicas y de complemento 
de insularidad en Illes Balears (BOE 8-7-2026)

Personal del sector público. Retribuciones. Resolución de 8 de julio de 2026, de la Secretaría 
de Estado de Presupuestos y Gastos, por la que se dictan instrucciones sobre el pago al personal del 
Sector Público Estatal destinado en la Comunidad Autónoma de las Illes Balears del incremento de 
las cuantías de la indemnización por residencia prevista en el Acuerdo de Consejo de Ministros de 
7 de julio de 2026, por el que se aprueba la modificación de las cuantías de las indemnizaciones por 
residencia del personal del sector público destinado en la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
en aplicación de lo previsto en la disposición adicional única del Real Decreto-ley 19/2026, de 30 
de junio, de medidas urgentes en materia de jubilación parcial anticipada del personal laboral de las 
Administraciones Públicas y de complemento de insularidad en Illes Balears (BOE 10-7-2026)

Comunidad Autónoma del País Vasco. Normalización lingüística. Empleo público. Ley 
5/2026, de 25 de junio, de Medidas para la Normalización Lingüística, por la que se modifica la Ley 
11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco (BOE 14-7-2026)
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	— Fuerzas Armadas. Jornada y horarios de trabajo. Orden DEF/787/2026, de 23 de julio, 
por la que se modifica la Orden DEF/253/2015, de 9 de febrero, por la que se regula el 
régimen de vacaciones, permisos, reducciones de jornada y licencias de los miembros de las 
Fuerzas Armadas (BOE 31-7-2026)

a) En primer lugar, se incorporan las modificaciones del TREBEP introducidas por la Ley 
Orgánica 2/2024, de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia equilibrada de mujeres y 
hombres, para extender a las militares víctimas de violencia sexual la misma protección otorgada a 
las víctimas de violencia de género.

b) Por otro lado, la Ley 6/2024, de 20 de diciembre, para la mejora de la protección de las 
personas donantes en vivo de órganos o tejidos para su posterior trasplante, también ha introducido 
alguna modificación al Estatuto Básico del Empleado Público que se incorpora a la normativa militar. 
En concreto, se añade un nuevo permiso que facilita la asistencia del militar a los actos preparatorios 
de la donación de órganos o tejidos, siempre que deban tener lugar dentro de la jornada de trabajo.

c) Se incorporan igualmente las modificaciones introducidas en el TREBEP por el Real 
Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio, que amplía el permiso de nacimiento y cuidado para completar la 
transposición de la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio 
de 2019.

-Se amplían los permisos por nacimiento para la madre biológica, para el progenitor diferente 
de la madre biológica, y por adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal 
como permanente, a una duración de diecinueve semanas para cada progenitor, adoptante, guardador 
o acogedor; y en los supuestos de monoparentalidad, los permisos referidos tendrán una duración de 
treinta y dos semanas.

-Se regula la distribución de estos permisos, y se especifica que el permiso parental para el 
cuidado de hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el momento en que el menor 
cumpla ocho años, no tendrá carácter retribuido.

d) Finalmente, con objeto de clarificar los criterios para el cálculo de las retribuciones en 
los casos de reducción de jornada, se incluye un nuevo párrafo en el apartado 2.c) del anexo II de 
la Orden DEF/253/2015, de 9 de febrero, que contempla, para el personal que disfruta de reducción 
de jornada sin exoneración de guardias, servicios, maniobras o actividades análogas que impliquen 
actividad fuera del régimen de horario general de la UCO, que para efectuar el referido cálculo de 
retribuciones no se descontarán los días de descanso obligatorio siguientes a los días en que realizaron 
las guardias, servicios, maniobras o actividades análogas; ni los días de descanso adicional que, en su 
caso, se concedieran.

1.17.  Economía social

-Comunidad Autónoma del Principado de Asturias. Cooperativas. Ley del Principado de 
Asturias 4/2026, de 28 de mayo, de Cooperativas (BOE 19-6-2026)
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	— Tercer Sector de Acción Social. Real Decreto 592/2026, de 15 de julio, por el que se regula 
el régimen jurídico de las entidades del Tercer Sector de Acción Social colaboradoras con la 
Administración General del Estado (BOE 16-7-2026)

El Tercer Sector de Acción Social se corresponde con el compromiso de la sociedad de hacer 
frente a situaciones de desigualdad y de exclusión social. El Real Decreto-ley 7/2013, de 28 de junio, 
de medidas urgentes de naturaleza tributaria, presupuestaria y de fomento de la investigación, el 
desarrollo y la innovación, en su artículo 3, establece que las Administraciones Públicas, en el ámbito 
de sus competencias, podrán reconocer como entidades del Tercer Sector colaboradoras a aquellas 
organizaciones o entidades que desarrollen actividades de interés general.

Esta norma también prevé, en su artículo 4.3, que, reglamentariamente, se determinará 
el procedimiento para el reconocimiento como entidades del Tercer Sector colaboradoras de 
la Administración General del Estado, y se concretarán los derechos y obligaciones que dicho 
reconocimiento conlleva. Este reconocimiento de la condición de entidades colaboradoras se 
realiza sectorialmente en los diferentes ámbitos de acción de estas entidades, como el social, el 
medioambiental o el de acción exterior.

El objeto de este real decreto es regular el régimen jurídico específico de las entidades del 
Tercer Sector de Acción Social colaboradoras con la Administración General del Estado y con los 
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de ella, estableciendo 
el procedimiento para el reconocimiento de dicha condición, así como los derechos, obligaciones y 
régimen de supervisión, pérdida y revocación asociados a ella.

Esta norma es de aplicación a todas las entidades del Tercer Sector de Acción Social, tal y 
como las define el artículo 2 de la Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social, 
que sean de ámbito estatal.

A efectos de determinar su ámbito de actuación, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
3 de la Ley 43/2015, de 9 de octubre, se entenderá que una entidad del Tercer Sector de Acción 
Social es de ámbito estatal cuando actúe en el territorio de más de una comunidad autónoma o ciudad 
autónoma.

En ningún caso podrán ser reconocidas como entidades del Tercer Sector de Acción Social 
colaboradoras con la Administración General del Estado los organismos o entidades públicas adscritos 
o vinculados a una Administración Pública, las universidades, los partidos políticos, los colegios 
profesionales, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, las sociedades civiles, 
las organizaciones empresariales y los sindicatos, y otras entidades con análogos fines específicos y 
naturaleza que los citados anteriormente, aunque realicen actividades de interés general.

-Comunidad Autónoma de Cataluña. Sector social. Ley 6/2026, de 28 de mayo, del tercer 
sector social (BOE 18-7-2026)
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1.18.  Medidas urgentes: laborales y de Seguridad Social

	— Medidas laborales extraordinarias y urgentes para las personas afectadas por los 
incendios forestales. Real Decreto-ley 20/2026, de 29 de julio, por el que se establecen 
medidas urgentes de protección laboral y social frente a los incendios forestales (BOE 30-
7-2026)

Como consecuencia de los incendios forestales, esta norma establece medidas extraordinarias 
que permitan a las personas trabajadoras atender las consecuencias inmediatas derivadas de la 
emergencia sin que ello comporte perjuicios en su relación laboral.

Aunque el ordenamiento laboral ya contempla determinados derechos de ausencia vinculados 
a situaciones de fuerza mayor o a la imposibilidad de acceder al centro de trabajo por decisiones 
de las autoridades competentes, la singularidad de esta emergencia de interés nacional hace preciso 
establecer un régimen extraordinario que atienda con agilidad necesidades específicas no plenamente 
cubiertas por la regulación general.

-Se configura una nueva prestación extraordinaria por emergencia extrema, que asegure la 
protección económica de las personas trabajadoras afectadas.

-Se contemplan medidas adicionales que garanticen una atención suficiente y minimicen los 
efectos de la pérdida de salario cuando la imposibilidad de reincorporación al puesto de trabajo no 
pueda atenderse mediante los derechos y las medidas ya previstos en el Estatuto de los Trabajadores, 
o, en su caso, una vez agotados estos.

-Se prevén las adaptaciones necesarias para garantizar la aplicación de determinadas medidas a 
las personas socias trabajadoras y socias de trabajo de las cooperativas, atendiendo a las especialidades 
derivadas de su régimen jurídico y asegurando un nivel de protección equivalente al de las personas 
trabajadoras por cuenta ajena.

-Se establecen medidas en materia de Seguridad Social, encaminadas a hacer frente a los 
impactos económicos y sociales originados por estos incendios forestales.

	— En primer lugar, se establece la posibilidad de que, aquellos trabajadores autónomos 
que cesen total o parcialmente, de forma definitiva o temporal, en su actividad por las 
situaciones descritas en este real decreto-ley en los municipios afectados, puedan solicitar 
la prestación de cese de actividad sin que tengan que acreditar el requisito de periodo 
mínimo de cotización, ni la existencia de fuerza mayor.

	— En segundo lugar, las empresas titulares de códigos de cuenta de cotización con domicilio 
de actividad en los municipios afectados, que hayan visto o vean impedido o limitado 
el desarrollo de su actividad normalizada, y a las que se les autorice un expediente de 
regulación temporal de empleo, podrán solicitar exenciones a la cotización a la Seguridad 
Social de las personas trabajadoras que tengan sus actividades suspendidas o reducidas 
como consecuencia de los incendios a que se refiere este real decreto-ley.

	— La disposición adicional primera regula la aplicación de las medidas al personal del sector 
público (ausencias por fuerza mayor y extensión de los permisos por fallecimiento).
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	— Prestación extraordinaria por emergencia extrema. Resolución de 30 de julio de 2026, 
de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se regula la 
tramitación del procedimiento de reconocimiento de las prestaciones por desempleo 
reguladas en el Real Decreto-ley 20/2026, de 29 de julio, por el que se establecen medidas 
urgentes de protección laboral y social frente a los incendios forestales (BOE 1-8-2026)

El Real Decreto-ley 20/2026, de 29 de julio, por el que se establecen medidas urgentes de 
protección laboral y social frente a los incendios forestales, crea una prestación extraordinaria por 
emergencia extrema durante el periodo de suspensión del contrato de trabajo, o de imposibilidad 
de realizar la prestación de servicios por las personas socias trabajadoras o socias de trabajo de 
cooperativas, por causa de los incendios forestales que hayan dado lugar a la adopción de medidas de 
protección civil.

Esta resolución tiene por objeto regular las condiciones y términos de los procedimientos de 
gestión de esta prestación extraordinaria. En lo no previsto expresamente en esta resolución se estará 
a lo dispuesto en el título III LGSS y sus normas de desarrollo.

	— Certificados de empresa. A los efectos de acreditar la situación legal de desempleo de 
las personas trabajadoras que hayan solicitado la suspensión de su contrato en virtud de 
alguna de las situaciones previstas en el artículo 2 del Real Decreto-ley 20/2026, de 29 
de julio, las empresas deberán remitir un certificado de empresa, a través de la aplicación 
Certific@2, indicando la fecha de inicio y fecha de fin del periodo de suspensión acordado, 
por un máximo de cuatro meses.

	— Inscripción como demandantes de empleo de las personas solicitantes. El Servicio Público 
de Empleo Estatal reconocerá las prestaciones por desempleo, previa verificación de que 
la persona trabajadora se encuentra inscrita como demandante de empleo en el servicio 
público de empleo competente. En el supuesto de que la misma no se hubiera inscrito 
con anterioridad, se articulará un procedimiento de coordinación entre ambos servicios 
públicos con el fin de obtener los datos precisos que permitan realizar la inscripción de 
oficio y sucesivamente el reconocimiento de las prestaciones por desempleo.

	— Pluralidad de suspensiones de contratos. En los casos en que una misma persona se 
encuentre afectada por varias suspensiones de contrato, por las causas previstas en el 
artículo 2 del Real Decreto ley 20/2026, de 29 de julio, se reconocerá una única prestación, 
que se calculará teniendo en cuenta las bases de cotización de todas las empresas afectadas.

	— Efectos sobre otras prestaciones contributivas o subsidios por desempleo. En el supuesto 
de estar compatibilizando el trabajo que se ha visto afectado por la suspensión con una 
prestación contributiva o subsidio por desempleo, si se hubiera solicitado y reconocido la 
prestación extraordinaria por emergencia extrema, la prestación contributiva o subsidio 
por desempleo anteriores quedarán suspendidos y podrán ser reanudados a partir de la 
fecha de finalización de la prestación extraordinaria por emergencia extrema.

	— Regularización de cuantías mínima y máxima por hijos a cargo, en los supuestos en que 
se actualice la información sobre hijos a cargo con posterioridad al reconocimiento inicial 
de la prestación, si se hubiera realizado algún pago, revisando la cuantía abonada.



Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum	 nº 48

212

	— Medidas urgentes. Real Decreto-ley 22/2026, de 1 de septiembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes de carácter social y económico de apoyo a la ciudad de Ceuta (BOE 2-9-
2026)

Esta norma es consecuencia de la entrada irregular de personas migrantes en la ciudad de Ceuta 
los días 30 y 31 de julio, que generó una situación sin precedentes en el funcionamiento ordinario de 
sus administraciones públicas y sus servicios esenciales, así como en la vida de la ciudadanía. Por 
ello, mediante este real decreto-ley se ponen en marcha un conjunto de medidas económicas dirigidas, 
por un lado, a aliviar la presión sobre empresas y trabajadores autónomos, y, por otro, a reforzar el 
personal de los servicios esenciales en el territorio, especialmente en los ámbitos de sanidad, fuerzas 
y cuerpos de seguridad, defensa, educación y administración de justicia. Asimismo, es imprescindible 
reforzar de manera específica los dispositivos de atención a las personas menores de edad extranjeras 
no acompañadas.

	— El capítulo I abarca medidas de carácter económico de apoyo a empresas y autónomos 
en la ciudad de Ceuta.

	— El capítulo II despliega medidas extraordinarias para el refuerzo del sistema de acogida y 
de los servicios públicos en la ciudad de Ceuta.

	— El capítulo III contempla medidas en materia de empleo y Seguridad Social:

 -Se establecen especialidades aplicables a los expedientes de regulación temporal de empleo 
que tengan como causa directa o indirecta los sucesos acaecidos en la ciudad de Ceuta a partir del 30 
de julio de 2026, para que gocen de la protección aplicable a las situaciones de fuerza mayor.

Así, no se requerirá periodo de carencia para el reconocimiento de la prestación, su disfrute 
no implicará el consumo de cotización y la cuantía se obtendrá de aplicar a la base reguladora un 
porcentaje del 70 por ciento. A fin de agilizar la tramitación de suspensiones de contrato y reducciones 
de jornada por fuerza mayor, los informes de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social serán 
potestativos.

Ello no afectará a la comprobación posterior de los requisitos legalmente establecidos, como, 
en particular, la ausencia de falsedades o incorrecciones en los datos facilitados por la empresa o la 
conexión suficiente de las medidas solicitadas con la causa que las origina, a los efectos sancionadores 
procedentes.

-Las empresas titulares de códigos de cuenta de cotización con domicilio de actividad en Ceuta 
podrán beneficiarse de una exención de la aportación empresarial correspondiente a las personas 
trabajadoras y a los periodos y porcentajes de jornada afectados por la suspensión del contrato o por 
la reducción de jornada.

-Se incrementan las bonificaciones en la cotización aplicables a las empresas y a las personas 
trabajadoras autónomas que realizan su actividad en determinados sectores de Ceuta y Melilla, hasta 
el setenta y cinco por ciento, reduciendo los costes fijos que deben soportar empresas y profesionales.

-En materia de empleo, se refuerza la financiación de programas de formación dirigidos 
prioritariamente a personas trabajadoras ocupadas en Ceuta.
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-En materia de Seguridad Social, las medidas se aplican exclusivamente a empresas y 
personas trabajadoras autónomas vinculadas con la ciudad de Ceuta, se concentran en los meses 
inmediatamente posteriores a la crisis y se gradúan en función de la pérdida de ingresos y de la 
afectación de la actividad.

Se regula una prestación extraordinaria por cese de actividad destinada a las personas 
trabajadoras autónomas –incluidas en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, en el 
Régimen Especial de Trabajadores del Mar o en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta 
Propia Agrarios– con domicilio de residencia o actividad en la Ciudad Autónoma, y cuya actividad 
hubiese cesado total o parcialmente, ya sea de manera temporal o definitiva, a raíz de la reducción de 
la demanda y de la alteración de la actividad provocadas por la entrada masiva e irregular de personas 
migrantes y la posterior situación de emergencia, si bien vinculado a la reducción de los ingresos 
mensuales. La duración máxima de la prestación a los cuatro meses se vincula con el periodo durante 
el cual se prevé que continúen manifestándose las consecuencias económicas más intensas.

Se establece un aplazamiento extraordinario en el pago de las cuotas de la Seguridad Social 
y por conceptos de recaudación conjunta para las empresas y las personas trabajadoras autónomas 
vinculadas a Ceuta, sin que suponga una liberación de las obligaciones de cotización, sino una 
adaptación temporal de su cumplimiento.

1.19.  Otras normas

-Organismos públicos. Real Decreto 466/2026, de 10 de junio, de adaptación de organismos 
públicos existentes en el ámbito estatal a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (BOE 12-6-2026).

-Comunidad Autónoma del Principado de Asturias. Colegios profesionales. Ley del Principado 
de Asturias 3/2026, de 13 de mayo, de Colegios Profesionales (BOE 6-6-2026)

-Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación. Estatutos. Real 
Decreto 606/2026, de 22 de julio, por el que se aprueba el Estatuto de la Autoridad Independiente para 
la Igualdad de Trato y la No Discriminación, A.A.I. (BOE 25-7-2026)

-Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Resolución de 28 de julio de 2026, de la 
Subsecretaría, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de julio de 2026, por 
el que se aprueba la Adenda de cierre al Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (BOE 
30-7-2026)

2.  CRÓNICA DE DOCTRINA JUDICIAL. JURISPRUDENCIA SELECCIONADA

Incapacidad permanente

	— STS 26/05/2026, Nº de Recurso:5544/2024, Nº de Resolución:498/2026. Ponente: Luisa 
María Gómez Garrido

Incapacidad Permanente:  El reconocimiento de una incapacidad permanente total, absoluta 
o gran invalidez, no permite el reconocimiento automático de un grado de discapacidad del 33%. El 
art. 4.2 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre incurrió en su día en exceso “ultra 
vires”. Situación anterior a la reforma de la Ley 3/2023, de 28 de febrero. Reitera doctrina de las 
SSTS (de Pleno) 992, 993 y 994/2018 de 29 noviembre (rcud. 3382/2016, 1826/2017 y 239/2018), y 
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las más modernas SSTS 752/2024, de 29 de mayo - rec. 1404/2022-, 753/2024, de 29 de mayo -rec. 
1777/2022-, o 891/2025 de 14 de octubre -rec. 438/2024

Prestación por nacimiento y cuidado del menor

	— STS 06/05/2026, Nº de Recurso:1978/2023, Nº de Resolución:466/2026, Ponente: Juan 
Molins Garcia-Atance

Prestación por nacimiento y cuidado de hijo. Familia monoparental. Acumulación de la 
prestación por nacimiento y cuidado del menor que le hubiera correspondido al otro progenitor de 
haber existido.

	— STS 26/05/2026, Nº de Recurso:1323/2025, Nº de Resolución:500/2026, Ponente: 
Sebastián Moralo Gallego

Prestación por nacimiento y cuidado de mejor. Se reconoce el derecho de la única progenitora 
a la prestación adicional de 10 semanas que le hubieren correspondido al otro progenitor. Reitera 
doctrina de las SSTS del Pleno 118/2025, de 19 de febrero (rcud 878/2022) y 121/2025, de 21 
de febrero (rcud 1562/2023), que aplican la STC 140/2024, de 6 de noviembre, que declara la 
inconstitucionalidad de los arts. 48.4 ET y 177 LGSS. Sentencia de señalamiento adicional.

	— STS 27/05/2026, Nº de Recurso:171/2025, Nº de Resolución: 506/2026, Ponente: Ignacio 
García-Perrote Escartín

Prestación por nacimiento y cuidado de menor. Familia monoparental. Prestación por 
nacimiento y cuidado de menor. Se reconoce el derecho de la única progenitora a la prestación 
adicional de diez semanas que le hubieren correspondido al otro progenitor. Reitera doctrina de las 
SSTS del Pleno 118/2025, de 19 de febrero (rcud 878/2022) y 121/2025, de 21 de febrero (rcud 
1562/2023), que aplican la STC 140/2024, de 6 de noviembre, que declara la inconstitucionalidad de 
los arts. 48.4 ET y 177 LGSS. Sentencia de señalamiento adicional

Viudedad

	— STS 24/06/2026. Ir al texto Nº de Recurso: 29/2025 Nº de Resolución: 573/2026 Ponente: 
Ana Maria Orellana Cano

Viudedad: Demanda de revisión con fundamento en la STEDH 16 de octubre de 2025 (Penélope 
contra España) que declaró vulnerado el derecho de propiedad de la demandante (art. 1 del Protocolo 
nº 1 al CEDH). La actora, residente en Cataluña solicitó pensión de viudedad, habiendo fallecido su 
pareja después de dictada la STC 140/2014 y antes de que transcurran dos años; se le denegó por no 
haber llegado a formalizar la constitución de la pareja e incumplir, por tanto, su acreditación durante 
al menos dos años. Se aplica doctrina previa contenida en sentencias que estimaron las demandas 
en casos muy similares, aunque no idénticos, siguientes: Rev. 5/2023: St. 518/2024, de 2 de abril 
Rev. 14/2023: St. 525/2024, de 3 de abril Rev. 24/2023: St. 520/2024, de 2 de abril Rev. 9/2024: St. 
366/2025, de 24 de abril Rev.31/2024: St. 526/2025, de 29 de mayo Rev. 32/2024: St. 359/2025, de 
23 de abril (Pleno)Rev. 99/2024: St. 367/2025, de 24 de abril.
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Cuestiones procesales

	— STS 22/05/2026, Nº de Recurso:3239/2025, Nº de Resolución:495/2026, Ponente: Juan 
Manuel SAN Cristobal Villanueva

Recurso de casación para la unificación de doctrina: Análisis de los tres supuestos de interés 
casacional contemplados por nuestra LRJS tras la reforma efectuada por la LO 1/25.

1.-El nuevo art 219 de la LRJS tras la reforma del año pasado establece que procederá el 
recurso de casación para unificación de doctrina siempre que además de la contradicción «la Sala 
Social del Tribunal Supremo aprecie que el recurso presenta interés casacional objetivo». Y continúa 
diciendo que: «Existe interés casacional objetivo cuando se de alguno de los siguientes supuestos:

a) Si concurren circunstancias que aconsejen un nuevo pronunciamiento de la Sala.

b) Si la cuestión posee una trascendencia o proyección significativa.

c) Si el debate suscitado presenta relevancia para la formación de la jurisprudencia.»

Es patente que el contenido de nuestra Ley adjetiva en este aspecto es abierto e indeterminado, 
pero conviene fijar algunas bases interpretativas para ir aclarando su contenido.

A).- Por lo que se refiere a la primera de las variantes del interés casacional objetivo (en adelante, 
ICO), consistente en que “concurran circunstancias que aconsejen un nuevo pronunciamiento de la 
Sala”, ello implica con seguridad que por ese cauce entrarían los supuestos de modificación legislativa 
que cuestione la jurisprudencia preexistente, o un pronunciamiento del TJUE, del TEDH o del TC 
que suponga una alteración siquiera aparente de la corriente jurisprudencial previa. También encajaría 
en ese supuesto la circunstancia de que la jurisprudencia preexistente fuera antigua, o que la realidad 
social ponga de manifiesto su posible obsolescencia. O cuando se considere imprescindible un nuevo 
pronunciamiento por entender la Sala que es necesario matizar o clarificar esa jurisprudencia; o bien 
reafirmarla si se aprecia que no ha llegado ser comprendida y por eso no es correctamente aplicada, 
o incluso rectificarla por aportarse razones sólidas que justifiquen su reconsideración, sin que este 
listado pueda considerarse cerrado.

B).- Por lo que respecta a la letra b) (que la cuestión posea «una trascendencia o proyección 
significativa»), la ley está haciendo referencia a todos esos supuestos en los que se tenga la percepción 
clara de que el debate tiene unos efectos que van mucho más allá del caso concreto debatido. La 
trascendencia supone estar o ir más allá de algo, superar la mera repercusión de un caso concreto, o 
apreciar que el asunto tiene una proyección general. Parece obvio que en este supuesto se enmarca 
la tradicional “afectación general”, es decir, cuando el asunto afecta a todos o un gran número de 
trabajadores o beneficiarios de la seguridad social, pero no se agota en ella, puesto que bien pudiera 
encajar en ese supuesto un único asunto que, sin embargo, posee una proyección general indudable 
por así considerarlo la sala atendida la realidad social. También podría tener encaje en esta modalidad 
de ICO aquellos supuestos en que, aunque el asunto no tenga una proyección general para otros casos, 
sin embargo la cuestión sea “trascendente” por sí misma, esto es, afecte, vgr. a derechos fundamentales 
y esta sala aprecie que la respuesta ofrecida en la sentencia recurrida se ha separado abiertamente de 
nuestra doctrina en esa materia de tutela o de la del propio TC, o posiblemente también cuando la sala 
aprecie que la discusión se centra en la aplicación del Derecho Europeo y la respuesta ofrecida en la 
recurrida se pueda apreciar como contraria a la doctrina sentada por el TJUE, o sencillamente cuando 
esté en juego el Derecho Europeo y no exista pronunciamiento previo sobre la cuestión debatida por 
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parte del TJUE (inexistencia de acto aclarado, sentencias TJUE Kubera, de 15 de octubre de 2024 
-asunto C-144/23, y Remling, de 24 de marzo de 2026 -asunto C-767/23, en relación con las SSTJUE 
Cilfit y Consorzio, de 6 de octubre de 1982 -asunto C-283/1981 y 6 de octubre de 2021 -C-561/19, 
respectivamente).

C).- El último supuesto de ICO es el de «que el debate suscitado presente relevancia para 
la formación de la jurisprudencia». Como el precepto se refiere a la formación de jurisprudencia, 
hemos de entender que incluye sin duda aquellos casos en los que no existe jurisprudencia sobre la 
cuestión planteada (no hay pronunciamiento alguno del TS, o sólo uno que no sea de Pleno). Pero 
la “formación” de la jurisprudencia no es solo un hito ocasional o puntual que se da en el momento 
de dictarse los dos primeros pronunciamientos de esta sala ( art. 1.6 del Código Civil) , y con ello se 
colma tal presupuesto, sino que la “formación” de jurisprudencia perfectamente puede incluir también 
la necesidad de su mantenimiento y consolidación en el tiempo, y servir a la acomodación de la 
doctrina de los TSJ a la jurisprudencia ya existente, de tal suerte que si la doctrina de la sentencia 
recurrida fuera claramente errónea o disconforme con la doctrina de esta sala, estaríamos, dándose 
la previa exigencia de contradicción, ante un supuesto de concurrencia del ICO de este apartado, que 
presenta en este punto una clara conexión con el de la letra a) del precepto.

2.-Por lo que se refiere a los motivos de casación de índole procesal, es conocida nuestra 
doctrina y no consideramos que la aplicación del requisito del ICO suponga modificación alguna de 
aquellos criterios tradicionales. De ellos se derivó una jurisprudencia constante que se ha mantenido 
sin fisuras señalando que «es doctrina consolidada de esta Sala IV la aplicación de criterios de mayor 
flexibilidad a la hora de valorar la concurrencia del requisito de contradicción cuando el motivo 
se sustenta en una infracción procesal, no siendo en estos casos necesaria la absoluta o sustancial 
identidad en las situaciones sustantivas contempladas en las sentencias en comparación, sino que la 
contradicción ha de estar referida a la controversia procesal planteada, debiendo existir la suficiente 
homogeneidad entre las infracciones procesales (STS 858/2022, de 26 de octubre, rcud. 3164/2019, 
entre otras muchas).» (STS 93/2026, de 28 de enero- rcud: 3654/2024). Para el éxito en la fase de 
admisión del rcud cuando se denuncie una infracción procesal generadora de indefensión, será preciso 
-exactamente igual que antes del ICO- traer sentencia contradictoria en lo tocante a la infracción 
procesal denunciada, y concurriendo la contradicción, si la sala aprecia indicios de prosperabilidad 
de esa infracción procesal que ha generado indefensión a la parte, se podrá entender concurrente el 
interés casacional que habilita el análisis de la cuestión planteada en el recurso. Ahora bien, debemos 
recordar aquí que, en determinados casos el requisito de la contradicción no es exigible (aunque 
sí la aportación de sentencia contradictoria). Estos casos son aquellos en los que se cuestiona la 
competencia internacional, la competencia funcional o la competencia territorial, no así cuando lo que 
se cuestiona es la competencia material. En efecto reiterada doctrina jurisprudencial ha afirmado que 
la determinación de la competencia internacional (SSTS de 16 de enero de 2018, rcud 3876/2015; 24 
de enero de 2019, rcud 3450/2015; y 14 de febrero de 2020, recud 82/2017); territorial (STS de 10 de 
noviembre de 2021, rcud 2318/2020); y funcional (SSTS de 3 febrero 2016, rcud 2279/2014; 5 mayo 
de 2016, rcud 3494/2014; y 8 de septiembre de 2021, rcud 2978/2018, entre otras) es una cuestión 
de orden público cuya resolución ha de hacerse de oficio, por lo que no es exigible la concurrencia 
del presupuesto procesal de contradicción. Por el contrario, cuando se trata de competencia material 
se ha seguido exigiendo la concurrencia del requisito de la contradicción entre sentencias (por todas 
SSTS de 12 de mayo de 2021, rcud1628/2018; 13 de mayo de 2021, rcud 2686/2018 y 2 de junio de 
2021, rcud 1973/2020). Y lo mismo cuanto está en cuestión la competencia objetiva (por todas STS 
19 de abril de 2022, rcud 3595/2019). Puesto que en los casos en que la discusión se centra sobre la 
competencia internacional, funcional o territorial, no se exige el previo requisito de la contradicción, 
tampoco será necesario el cumplimiento exacto de los requisitos internos de los escritos ya referidos 
respecto del ICO, siendo que, además, estando en juego la competencia de esta propia sala del 
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Tribunal Supremo, la existencia de ICO se da por supuesta, habilitando así el análisis de la cuestión 
competencial debatida.

3.-Es conveniente, también, destacar algunas consideraciones generales para los tres supuestos 
de interés casacional que contempla nuestra LRJS. En primer lugar, podemos afirmar que, atendidos 
sus términos, los tres supuestos son autónomos y autosuficientes, pero pueden ser acumulativos. 
Ello significa que bien puede articularse y fundamentarse adecuadamente un motivo de casación 
con invocación de cualquiera de las letras del art. 219, como hacerlo al amparo de varias de ellas 
conjuntamente. En segundo lugar, el interés casacional es un interés casacional «objetivo», por lo 
que las controversias puramente casuísticas no revestirán por lo general interés casacional. En tercer 
lugar, deben quedar excluidas las controversias meramente repetitivas: si ya hay jurisprudencia sobre 
la materia, no cabe insistir para obtener posteriores pronunciamientos repetitivos del Tribunal, salvo, 
claro está, que la doctrina de la recurrida fuera contraria a la de esta sala. Del mismo modo, en 
cuarto lugar, la discusión sobre cuestiones fácticas debe seguir quedando al margen de todo supuesto 
de interés casacional, pues no se olvide que no corresponde a la casación unificadora la discusión 
sobre los hechos probados. Conclusión de todo lo expuesto es que la formación del juicio sobre la 
conveniencia de la admisión del rcud, desde el prisma del interés casacional objetivo, constituye una 
valoración innegablemente dotada de un margen de apreciación discrecional, en el que tiene -sin 
duda- una especial relevancia la importante tarea que la Abogacía ha de desarrollar en la invocación 
del ICO y su fundamentación, haciendo llegar al tribunal esa necesidad de un nuevo pronunciamiento, 
la gran repercusión del asunto controvertido o su proyección general. En otras palabras, y por acabar 
ya este apartado de nuestra sentencia, la exigencia de justificar el interés casacional objetivo desplaza 
el centro de gravedad del recurso desde la mera discrepancia con la sentencia recurrida hacia una tarea 
argumental más relevante: demostrar al Tribunal Supremo que el asunto trasciende del caso concreto 
y reclama una nueva intervención nomofiláctica. En ese contexto, la importante y esencial labor de 
los/as Abogado/as en la Administración de Justicia se ve reforzada y más reconocida, pues adquiere 
una importancia decisiva, ya que no basta con denunciar y fundamentar el error jurídico padecido, 
sino que es preciso construir una razón institucional de admisión: identificar la incertidumbre 
interpretativa existente, mostrar la insuficiencia o evolución de la doctrina precedente, evidenciar 
la proyección general del problema y explicar por qué la respuesta del Tribunal resulta necesaria 
para preservar la seguridad jurídica, la igualdad en la aplicación de la ley, la consolidación de la 
jurisprudencia y la coherencia del sistema. El recurso de casación, así concebido, no es ya solo una 
mera impugnación de una resolución concreta, sino una invitación fundada al Tribunal para que ejerza 
su función ordenadora y de cuidado y conservación del ordenamiento jurídico.

Protección de datos personales

	— STJUE 04/06/2026, Asunto C-312/24

Petición de decisión prejudicial planteada por Sofiyski rayonen sad.

Procedimiento prejudicial — Protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento 
de datos personales en materia penal — Reglamento (UE) 2016/679 — Directiva (UE) 2016/680 
— Ámbitos de aplicación — Tratamiento de los datos recogidos durante una investigación dirigida 
contra un policía como sospechoso de una infracción penal — Registro de los datos relativos a esta 
investigación en el expediente personal del policía — Licitud del tratamiento — Artículo 6, apartados 
1, párrafo primero, letra c), y 3, de este Reglamento — Tratamiento necesario para el cumplimiento de 
una obligación legal — Base jurídica del tratamiento — Artículo 17 de dicho Reglamento — Derecho 
de supresión.

Asunto C-312/24.
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El Tribunal de Justicia (Sala Quinta) declara:

1)      El artículo 2, apartado 1, del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos), y el artículo 9, apartado 1, de la 
Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de 
las autoridades competentes para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de 
infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por 
la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo,

deben interpretarse en el sentido de que

este Reglamento se aplica a la actividad realizada por una dirección de una autoridad 
pública, consistente en conservar en el expediente personal de uno de sus agentes datos relativos 
a su condición de sospechoso en el marco de una investigación penal. Carece de relevancia, a este 
respecto, que dicha dirección haya obtenido estos datos a través de otra dirección perteneciente a la 
misma autoridad pública por el hecho de que esta última dirección esté facultada para llevar a cabo 
ese tipo de investigación.

2)      El artículo 17, apartado 3, letra b), del Reglamento 2016/679, en relación con su artículo 
6, apartados 1, párrafo primero, letra c), y 3, así como a la luz del artículo 52, apartado 1, de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,

debe interpretarse en el sentido de que

la conservación, en el expediente personal de un agente de policía, para gestionar su carrera 
y controlar el cumplimiento, por dicho agente, de las normas inherentes a sus funciones, de datos 
personales relativos a su condición de sospechoso en el marco de una investigación penal suspendida, 
sin que se hubiera acusado ni encausado a dicho agente por el delito de que se trate, puede considerarse 
justificada a efectos del cumplimiento de una obligación legal aplicable a la autoridad pública, que 
es el empleador de dicho agente, en virtud del Derecho nacional, siempre que dicha base jurídica sea 
clara y precisa, que su aplicación sea previsible para los interesados y que la citada obligación cumpla 
un objetivo de interés público y sea proporcional a este.

3)      El artículo 1 de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, 
relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación,

debe interpretarse en el sentido de que esta Directiva no es aplicable cuando una autoridad 
pública, una de cuyas Direcciones está encargada de llevar a cabo las investigaciones penales relativas 
a los agentes empleados por dicha autoridad, se niegue, en su condición de empleador, a ascender a 
uno de sus agentes por el mero hecho de que ha tenido la condición de sospechoso en el marco de una 
investigación de este tipo que fue finalmente suspendida sin que se hubiera acusado ni encausado a 
dicho agente por el delito de que se trata.
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 O 0009-0003-4281-2517

En esta ocasión, tenemos el enorme placer de reseñar, como novedad bibliográfica, la obra 
titulada: “La viabilidad del sistema de pensiones español”. En este estudio se aborda con amplio rigor 
y detalle uno de los debates de mayor relevancia y complejidad en el escenario actual del Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social: la sostenibilidad a corto y medio plazo del sistema público de 
pensiones español.

Publicada por la prestigiosa editorial Laborum, la obra reúne a un renombrado elenco de 
especialistas integrado por: José Luís Monereo Pérez, Juan Antonio Maldonado Molina e Isabel 
María Villar Cañada, cuya amplia trayectoria investigadora y profundo conocimiento de la materia 
aportan un sólido respaldo científico al estudio. En este sentido, esta extraordinaria monografía se 
posiciona como una pieza de referencia para comprender los grandes desafíos a los que se enfrenta 
actualmente el sistema público de pensiones, entre los que destacan el progresivo acceso a la jubilación 
de la generación del baby boom o el impacto derivado de la transformación digital y los cambios 
tecnológicos sobre el mercado de trabajo.

Desde el punto de vista sistemático, la monografía se estructura en cuatro capítulos bien 
diferenciados, pero estrechamente vinculados. A lo largo de ellos se analizan los principales factores 
que pueden comprometer la sostenibilidad del sistema, las respuestas normativas disponibles y el 
papel de la protección social complementaria de las pensiones públicas. Además, lejos de limitarse a 
describir las sucesivas reformas acometidas bajo la sombra del Pacto de Toledo, los autores realizan 
un análisis crítico de las principales medidas adoptadas y de sus efectos sobre la sostenibilidad del 
sistema. Este planteamiento les permite identificar los principales retos a los que se enfrenta el modelo 
actual y formular diversas propuestas de lege ferenda destinadas a mejorar su funcionamiento. De este 
modo, los autores advierten que, pese al buen hacer de los legisladores en todo lo relativo a la viabilidad 
del sistema de pensiones español, todavía existen ciertas cuestiones en nuestro ordenamiento jurídico 
que convienen ser debatidas, modificadas e implementadas teniendo en cuenta las realidades sociales 
de nuestro entorno.

Así pues, el primer capítulo, titulado “Elementos disruptivos que pueden incidir en la viabilidad 
del sistema”, expone los dos grandes desafíos que comprometen el porvenir de las pensiones en 
España: por un lado, el envejecimiento demográfico provocado por el aumento de la esperanza de vida 
en combinación con el descenso de la natalidad; por otro, la incidencia de las nuevas modalidades de 
empleo sobre los mecanismos tradicionales de financiación de la Seguridad Social. En este sentido, 
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los autores presentan estos fenómenos como retos que exigen adaptaciones normativas, pero que no 
hacen inviables los sistemas de protección social. Al contrario, recuerdan que estos modelos forman 
parte del “contrato sociopolítico” de la democracia constitucional, caracterizado por determinar cómo 
se reparten los riesgos de la existencia y de las crisis económicas o ecológicas entre los diferentes 
agentes económicos.

El segundo capítulo, titulado “Medidas a adoptar ante estos retos”, explica los diferentes 
obstáculos a los que tendrá que hacer frente el sistema de Seguridad Social ante el panorama 
previamente dibujado. Para contextualizar esta situación, el primer subapartado, “El pacto de Toledo 
como hoja de ruta”, aclara de manera precisa el estado de la legislación actual y anticipa los próximos 
pasos normativos guiados por la hoja de ruta que viene marcando dicho Pacto desde 1995. Junto 
a ello, destaca el exhaustivo desglose sobre la Recomendación número 0, destinada a perfilar las 
características generales del modelo protector.

Asimismo, es digno de mención el estudio tan detallado de la financiación del sistema en el 
segundo subapartado, titulado “Sostenibilidad financiera”, puesto que no solo se identifican los pilares 
del régimen vigente, sino que también se investigan los distintos mecanismos destinados a incrementar 
los ingresos o reducir los gastos. De esta forma, ahonda en cuestiones como el envejecimiento 
activo productivo y el Fondo de Reserva. El tercer subapartado, “Sostenibilidad social”, aborda el 
compromiso de revalorización del sistema de pensiones y la garantía de suficiencia. A continuación, 
la investigación realizada sobre la perspectiva de género en materia de Seguridad Social resulta 
sumamente interesante y abre un debate de plena actualidad en la doctrina científica. De esta forma, 
al profundizar en las medidas implementadas por el Real Decreto-Ley 2/2023 o el complemento de 
pensiones contributivas para la reducción de la brecha de género, la obra va más allá del texto legal 
para revelar cómo las lagunas de cotización y las interrupciones en las carreras laborales terminan 
perjudicando la cuantía de las pensiones de muchas mujeres. Así pues, la inclusión de este enfoque 
crítico permite al lector comprender que la sostenibilidad del sistema no depende únicamente del 
equilibrio financiero, sino también de la capacidad para ofrecer una protección adecuada frente a las 
desigualdades que siguen condicionando las carreras profesionales de muchas mujeres. Finalmente, 
el capítulo concluye con el subapartado “Convergencia protectora de los regímenes del Sistema” 
destinado a explicar la estructura del Sistema de Seguridad Social e incluyendo una aproximación 
al Régimen General del Régimen Especial de Trabajadores Autónomos y al Régimen Especial de 
Funcionarios Públicos Civiles y Militares.

El tercer capítulo, titulado “Los planes y fondos de pensiones: Protección social complementaria 
de las pensiones públicas”, elabora un sólido análisis en sus dos primeros epígrafes (“El modelo 
legal de protección social complementaria de las pensiones” y “Caracterización técnico-jurídica y 
modalidades de planes de pensiones”). En ellos se examina el modelo legal de las pensiones privadas 
complementarias basado en el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de diciembre, y su posterior 
desarrollo reglamentario a través del Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, normas que reflejan la 
consolidación del desarrollo privatista del artículo 41 CE. A ello, en el tercer subapartado denominado 
“Por una mejora garantista del modelo legal de Planes y Fondos de Pensiones en el marco del sistema 
global de pensiones”, los autores proponen con gran acierto un decálogo de elementos que deben 
preservarse o replantearse para optimizar el funcionamiento de estos fondos. De igual modo, se 
examinan las debilidades y desequilibrios que presenta la protección complementaria, una reflexión 
clave si se recuerda que el sistema público de pensiones en el marco del Estado Social surgió para 
resolver las insuficiencias intrínsecas del mercado comercial, concibiendo los derechos sociales como 
una vía de desmercantilización de aquellas necesidades básicas fundamentales.
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A modo de cierre, el cuarto capítulo denominado “Conclusiones y propuesta de mejora y 
de “Lege ferenda” del modelo legal de pensiones públicas: la planificación de la reforma de las 
pensiones en curso. Observaciones sobre el modelo reformista y lo que queda por hacer”, culmina la 
obra con una magnífica reflexión sobre los desafíos clave que amenazan la sostenibilidad del sistema 
de pensiones español. En este contexto, los autores plantean la importancia de promover políticas que 
impulsen un empleo de calidad, así como medidas de activación laboral dirigidas a los trabajadores 
de edad avanzada. Por todo lo expuesto, concluyen formulando un conjunto de propuestas de lege 
ferenda que buscan reforzar la sostenibilidad y la capacidad protectora del sistema de pensiones.

Por consiguiente, de las breves pinceladas que por medio de esta reseña se han realizado puede 
afirmarse que nos encontramos ante una monografía de indudable actualidad jurídica, al abordar los 
principales problemas a los que se enfrenta el sistema público de pensiones. Asimismo, el rigor y 
la solvencia científica de los autores se reflejan en el exhaustivo análisis de las distintas reformas 
examinadas, lo que permite al lector obtener una visión completa de los principales retos que afronta 
el modelo español.

Por todo ello, no puede concluirse esta reseña sin recomendar la lectura atenta de esta obra 
tanto a quienes deseen iniciarse en la materia por primera vez como a aquellos operadores jurídicos 
que pretendan profundizar en ella.  En definitiva, su actualidad, el rigor de su planteamiento y la 
profundidad de su análisis la convierten en una monografía de referencia doctrinal de indudable 
interés para el estudio del sistema público de pensiones y los grandes desafíos a los que deberá hacer 
frente.
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